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Creación del Banco de Seguros del Estado para garantizar una renta vitalicia
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Prólogo
Tengo la difícil tarea de realizar el Prólogo de un trabajo realizado en el Curso de Diplomado de Posgrado de Legislación Laboral y Seguridad Social, por mi hijo Juan Pablo Piérola Gómez, abogado, y como joven que quiere progresar en sus conocimientos y conquistar el mundo; sabemos que ningún camino es fácil, que la competencia también es fuerte, y hoy en día peor, porque vivimos en un mundo, con falta de ética, buenas costumbres, educación; en un mundo donde se aplica la ley “del más fuerte”, hay que cambiar e ir en la dirección correcta de mejorar intelectualmente, capacitarse y actualizarse constantemente, y será un mundo mejor.

Lo que se extracta en la presente investigación, fundamentalmente, es ayudar, y beneficiar a los trabajadores que quedan desamparados, efecto de los accidentes, muerte  y enfermedades profesionales de trabajo, que pueden sufrir en el cumplimiento del deber y quedan en incapacidad permanente, que disminuyen o anulan su capacidad laboral, paralelamente impedidos a llevar el sustento a sus familias, es una monografía al margen de humano, que beneficia a los trabajadores de vital importancia, quiera Dios que pueda abrirse, una concientización en la clase gobernante y más aún en la clase trabajadora,  
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LIC. EDGAR JORGE PIÉROLA IRUSTA
Nació en la ciudad de Oruro, Bolivia. Se tituló de Economista en la Universidad Técnica de Oruro. Realizó varios estudios nacionales e internacionales. Ejerció la Docencia durante 27 años. Gerente General de la Corporación de Desarrollo de Oruro CORDEOR. Gerente General de la Cooperativa de Teléfonos de Oruro COTEOR. Ocupó importantes cargos en la Administración 

para poder implementar la sugerencia que se propone en el presente trabajo, como es la creación del Banco de Seguros del Estado, que con seguridad contribuirá a obrar con mayor justicia social.

Al final de este prólogo, desear que esta investigación realmente beneficie a la clase trabajadora, y Juan Pablo denota que ha visto por encima de todo un generoso impulso de justicia y de reforma social poniendo un granito de arena en la compleja relación que existe entre la parte Patronal y Trabajadores, suerte los lazos que me unen a él, de afecto, aprecio, cariño, creo que son recíprocos.

Un abrazo de tu padre Edgar Piérola Irusta.

Pública, Oficial Mayor Administrativo del Municipio de Oruro y Director Departamental de Desarrollo Humano Prefectura Oruro.

Resumen

En nuestro país la Ley General del Trabajo determina con carácter general los derechos y obligaciones emergentes del trabajo y se aplica a las explotaciones del Estado y cualquier asociación pública o privada, aunque no persiga fines de lucro, salvo las excepciones que se determinan. 

Dentro de este marco jurídico por efecto del contrato de trabajo, emergen obligaciones por la parte del empleador y el trabajador. En la presente monografía lo que se trata de explicar y aportar a un mejor relacionamiento dentro de las normativas vigentes, fundamentalmente constituye proteger la salud del trabajador y preservar su derecho al trabajo, cuando en el cumplimiento de deberes ocurren accidentes de trabajo, que ocasionan la pérdida o inutilización de extremidades en su totalidad o en sus partes.

Dentro la Ley General del Trabajo, si bien se da una indemnización cuando ocurre un accidente de trabajo en los casos en que estos accidentes inutilizan permanentemente al trabajador, esta indemnización no llega a colmar una expectativa que garantice que el damnificado afrontará su situación de persona con discapacidad el resto de su vida, peor si se trata de una persona joven.
A este respecto, consideramos que el Código de Trabajo sólo señala la creación de un seguro social obligatorio para los trabajadores en cuestión, pero no regula a las empresas aseguradoras, quienes deberán garantizar al trabajador afectado para que pueda afrontar su incapacidad en condiciones que garanticen una vida digna.

El presente trabajo de investigación tiene el propósito de proponer que los trabajadores que por efecto de la labor que desarrollan, quedan incapacitados permanentemente de seguir trabajando en su fuente laboral, éstos sean protegidos con la creación de un ente protector denominado Banco de Seguros del Estado. Entidad que velará porque la persona discapacitada, que no pueda desarrollar el trabajo que realizaba, tenga una indemnización justa, y una renta vitalicia digna que le permita afrontar la vida el resto de su existencia, para él y su familia.

Palabras claves: Incapacidad permanente, póliza de seguro, renta vitalicia, accidente de trabajo, accidente, enfermedad profesional.

Recomendación.- Se recomienda que el presente trabajo sea difundido para su conocimiento por la importancia que reviste para el sector laboral que desarrollan trabajos que conllevan peligro en sus fuentes de trabajo y quedan con incapacidad permanente o enfermedades profesionales que no les permiten desarrollar más su trabajo, la creación del Banco de Seguros del Estado será una entidad que velará porque éste grupo de personas puedan vivir junto a sus familias con dignidad, considérese, gracias.

Summary

In our country the General Labour Law generally determines the rights and obligations related to work and it applies to the holdings of the State and any public or private association, but does not pursue profit, with the exceptions that are determined.

Within this legal framework as a result of the employment contract, there are obligations by the employer and the worker. In this investigation it I explain and provide a better relationship between current regulations, essentially constitutes how to protect worker’s health and preserve their right to work, sometimes in the performance of duties accidents occur, causing the loss or disablement of limbs in whole or in parts.

In the General Labor Law, although a money compensation is given when an accident at work occurs in some cases these accidents end in permanently inoperable situations, and this compensation fails to fulfill an expectation to ensure that the victim will face their situation of person in disability for the rest of his life, worse if it is a young person.

In this regard, we believe that the Labour Code only indicates the creation of a social insurance for these workers, but does not regulate insurance companies, who must ensure the worker it can cope with their disability conditions to ensure a dignified life.

This research aims to make a proposition: that are permanently disabled workers as a result of their jobs have to continue working in their labor supply, they are protected by creating a protective institution called Banco de Seguros del Estado. Entity shall ensure that the disabled, who can not develop the work he was doing would, be fair compensated, and have an annuity that allows him to face the rest of his life, for himself and his family.

Keywords: permanent disability insurance, annuity, accident, occupational disease.
Recommendation.- It is recommended that this work be disseminated to it’s attention by the importance for developing the labor sector jobs that involve danger and are related with permanent disability or illnesses the creation of the State Insurance Bank as an institution that will ensure this group of people to live with their families with dignity, thank you.

Introducción

La presente monografía de investigación esta conformado por cuatro capítulos, en el Capítulo I del Marco General, se desarrolla una justificación del trabajo, donde también se plantea el problema, se confeccionan los objetivos, el objetivo general, los objetivos específicos y el marco metodológico donde se desenvuelve el trabajo desarrollado en los demás capítulos, también se identifica claramente que los trabajadores que sufren incapacidad permanente o muerte o enfermedades profesionales irreversibles quedan desamparados el resto de su vida.

En el Capítulo II en el Marco Teórico, se desarrollan las definiciones de todos los términos importantes e indispensables que sirven en la presente monografía de investigación para una mejor comprensión y asimilación que sean sencillos en lo posible.

En el Capítulo III en el Marco Referencial, encontramos la normativa jurídica nacional con las leyes vigentes de la Constitución Política del Estado de 7 de febrero de 2009 y la Ley General del Trabajo Decreto Supremo Nº 224.-, del 23 de agosto de 1943, y hallamos la normativa jurídica internacional con las leyes vigentes de la legislación del Uruguay, la ley Nº 16426 referida a pólizas de seguros emitidas por compañías aseguradoras y reguladas mediante el Banco de Seguros del Estado y la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que nos remite a la legislación costarricense, donde se señala el tratamiento jurídico que se da en casos de incapacidad permanente de trabajadores y de muerte.

En el Capítulo IV en la Propuesta, desarrollamos los fundamentos jurídicos, sociales, económicos y personales que han hecho que éste trabajo se puede constituir en un aporte positivo para los trabajadores de Bolivia, para los casos de accidentes de trabajo, incapacidad permanente, muerte y enfermedades profesionales irreversibles.
Finalmente, se ha cumplido el cometido desarrollado por mi persona al efectuar un trabajo que puede ser una solución para las personas trabajadoras indicadas y que la presente investigación sea útil para el beneficio de la colectividad. También se desarrolló las conclusiones, bibliografía, anexos y ficha resumen.

CAPÍTULO I

Marco general
1.1. Justificación
En nuestro país la Ley General del Trabajo determina con carácter general los derechos y obligaciones emergentes del trabajo y se aplica a las explotaciones del Estado y cualquier asociación pública o privada, aunque no persiga fines de lucro, salvo las excepciones que se determinan. 
Dentro de este marco jurídico por efecto del contrato de trabajo, emergen obligaciones por la parte del empleador y el trabajador. En la presente monografía lo que se trata de explicar y aportar a un mejor relacionamiento dentro de las normativas vigentes, fundamentalmente constituye proteger la salud del trabajador y preservar su derecho al trabajo, cuando en el cumplimiento de deberes ocurren accidentes de trabajo, que ocasionan la pérdida o inutilización de extremidades en su totalidad o en sus partes esenciales, considerándose como tales la mano, la totalidad de los dedos de la mano aunque subsista el pulgar y la pérdida de todas las segundas falanges 100 %. Incapacidades parciales y temporales y las que imposibilitan a la víctima reanudar el ejercicio de su profesión por trabajo habitual. En el presente trabajo queremos tocar el tema, del accidente laboral cuando cumplen las funciones pertinentes los trabajadores en cuestión.
El presente trabajo se abocará al análisis de estos aspectos señalados queriendo contribuir a que los trabajadores que tienen los accidentes señalados no pierdan su empleo, sean indemnizados correctamente y no pierdan en lo posible su fuente de trabajo.

Estos aspectos no están reflejados en profundidad en la Ley General del Trabajo, que si bien se reconocen derechos que favorecen y benefician al trabajador pero cuando se producen un accidente de trabajo, éste conlleva una serie de aspectos colaterales que será el trabajo que se presente en esta monografía, que sólo tiene como objetivo contribuir a analizar y sugerir soluciones que vayan en bien del trabajador fundamentalmente.
Dentro la Ley General del Trabajo, si bien se da una indemnización cuando ocurre un accidente de trabajo en los casos en que estos accidentes inutilizan permanentemente al trabajador, esta indemnización no llega a colmar una expectativa que garantice que el damnificado afrontará su situación de persona con discapacidad el resto de su vida, peor si se trata de una persona joven.
A este respecto, creemos que el Código de Trabajo sólo señala la creación de un seguro social obligatorio para los trabajadores en cuestión, pero no tienen empresas aseguradoras, que garanticen que el afectado pueda afrontar su incapacidad en condiciones que garanticen una vida digna.
1.2. Problema
Los trabajadores que desarrollan un trabajo, a veces riesgoso, o culpa de la fatalidad, y quedan impedidos permanentemente, o adquieren una enfermedad aguda y permanente fruto de la actividad que ejercen, como ser la emanación de gases u otros químicos, estos quedan en veces inutilizados de por vida, el Código de Trabajo no cumple con estas personas como corresponde.
Nuestra investigación nos plantea la siguiente interrogante:
¿Qué mecanismo jurídico se aplicará para asegurar partes del cuerpo físico del trabajador que constituyan herramientas de trabajo?
Dentro la Ley General del Trabajo se estipule una normativa legal y suficiente que beneficie a los afectados en accidentes de trabajo que les afecte en su diario vivir. El presente trabajo esta dirigido a la creación de un Banco de Seguros del Estado, que garantice una vida digna el resto de sus días de las personas que sufren incapacidad permanente o enfermedades graves.
1.3. Objetivos
1.3.1. Objetivo general
Crear una entidad de protección denominada Banco de Seguros del Estado para que el trabajador que sufra una incapacidad permanente goce de una renta vitalicia.
1.3.2. Objetivos específicos 
1.3.2.1. Investigar y estudiar incapacidad permanente, renta vitalicia y póliza de seguro.

1.3.2.2. Determinar la parte física del trabajador o enfermedad grave, que ha sufrido el trabajador e indagar lo ocurrido con las herramientas de trabajo y las condiciones en que se desarrolla el trabajo en la Empresa.

1.3.3.3. Aplicación de la póliza de seguro en favor de los trabajadores afectados. 
1.4. Marco metodológico
La realización de este trabajo investigativo se apoya en el método descriptivo, llevado a cabo mediante la observación, informaciones periodísticas, noticieros, publicaciones, informes, datos estadísticos, etc. El método jurídico sustentará la interpretación sistémica en el abordaje de normas, así como la interpretación lógica y teleológica en la ubicación contextual del fenómeno social investigado. El método estadístico para matematizarlo a fin de obtener promedios comparables.
Para identificar la unidad investigada, la técnica de la entrevista mixta (estructurada y no estructurada) conversaciones con funcionarios y población en general. La encuesta por muestreos  mediante cuestionarios da información relevante de datos tanto cuantitativos como cualitativos.
CAPÍTULO II

Marco teórico
2.1. Trabajador

En virtud de lo que manifiesta el autor Marco Antonio Dick tenemos: “El trabajador es aquella persona natural, individual y concreta que presta sus servicios en estado de dependencia y subordinación; sólo puede ser natural para ser considerado como tal de acuerdo al artículo 2 del Decreto Reglamentario sea trabajador empleado u obrero; y de acuerdo al artículo 13 del Código de Seguridad Social se entiende por trabajador al asegurado y los beneficiarios (familiares dependientes del trabajador protegidos) por las leyes del Código de Seguridad Social.

El Tribunal Constitucional de Bolivia, ha definido jurisprudencialmente a dos grandes grupos; en el primer caso, a los llamados “trabajadores”, los que están al ámbito de aplicación de la Ley General del Trabajo, su Decreto Reglamentario y normas conexas; y en otro grupo a los funcionarios públicos, al ámbito del Estatuto del Funcionario Público y otras normas del sector público diferentes a la Ley General del Trabajo.

En esa línea de entendimiento, son “trabajadores”, todos aquellos que laboran en empresas del sector público sujetos al ámbito de aplicación de la Ley General del Trabajo, caso en el que, el Estado actúa como sujeto de derecho privado o empleador; como si fuera una empresa privada; con la única diferencia, que, en este tipo de empresas públicas, los “trabajadores” están sujetos a las normas de control gubernamental como lo es la ley 1178 y el Decreto Supremo Nº 23318 – A, modificado por el Decreto Supremo Nº 26237; normas que tienen como fin velar por la gestión de la empresa y por ende el buen comportamiento de sus trabajadores; por lo que, seguidamente conviene diferenciar entre trabajador “empleado” y trabajador ‘obrero”

2.2. Empleador

Respecto a lo que indica el autor Marco Antonio Dick se tiene: “El empleador propiamente dicho, (es pagador de la fuerza de trabajo), pudiendo ser persona natural o jurídica; o representante del empleador principal, como: gerentes, subgerentes, directores, jefes de departamento, jefes de sección, encargados o análogos y los que desarrollan actividades empresariales en la contratación, contratistas, intermediarios, etc.; pero no siempre un empleador es empresario, como ocurre en las relaciones de trabajo en el servicio doméstico, en cuyo caso, no existe la plusvalía emergente del trabajo doméstico”

2.3. Cuerpo físico como instrumento de trabajo

De acuerdo a lo que expresa el autor Marco Antonio Dick, consideramos el cuerpo físico como instrumento de trabajo representados en el empleado y en el obrero: “El empleado se distingue por desarrollar por lo general un esfuerzo predominantemente intelectual, prestando sus servicios en oficina, con horario y condiciones especiales, con remuneración mensual; es decir que, este tipo de trabajadores, sin importar ¿cuántos días tiene el mes? es contratado por un monto de dinero (sueldo básico) invariable mensualmente; ejemplo: si se le contrata por Bs. 3000.-; tenga al menos 30, 31, 29 o 28, recibirá los mismos Bs. 3000.-; es más, si habría un mes que tenga 20 o 40 días percibirá de igual forma Bs. 3000.- o por otro lado, aún su contrato disponga que trabajará algunos días del mes, o sólo los sábados, o sólo lunes y martes, etc., sin importar ¿cuántos días tengan que laborar?; se le pagará Bs. 3000.- (con excepción del trabajo doméstico) importe que además servirá para los cálculos del pago de horas extras y otros; con la única excepción de los empleados(as) doméstico(as), sector en el que, se permite el contrato y pago proporcional a ciertas horas de trabajo; ese importe de Bs. 3000.- es proporcional de manera simulada a 30 días comerciales; pues, se entiende que, si bien algunos días son efectivamente laborales, los demás los gana sin trabajar; de tal manera que, los días no trabajados, se consideran también pagados, como los domingos; por dicha razón, es que los contratados bajo la modalidad de pago o sueldo mensual (empleados/as), no son acreedores al “salario dominical” o “domingo no trabajado”, contrario a los contratados bajo la modalidad de pago o salario por jornal (obreros/as).
El obrero se distingue por desarrollar por lo general un esfuerzo predominantemente físico, trabajo mínimamente de 6 días a la semana, con remuneración por jornal, con variaciones en cada mes, de acuerdo a los días efectivamente trabajados. 

Ejemplo: el mes de febrero se cuenta para efectos de pago con 28 días, sí es año bisiesto con 29 días y el mes de diciembre con 31 días; o sea el cómputo no es de acuerdo al año comercial, sino al año calendario, al final al obrero y al empleado se les paga por todos los días del año; sea el pago por jornal o por mensualidades”.
 

2.4. Salario

Acorde a lo que denota el autor José Antonio Valdivia Orellana tenemos: “Entre muchas existentes, señalaremos dos: la escuela subjetiva o marginalista define: salario es la remuneración al empleo del factor trabajo. La escuela objetiva o marxista define: salario es la remuneración al empleo de la fuerza de trabajo. O más claramente: salario es el valor de cambio de la fuerza de trabajo expresado en dinero”
. 

2.5. Enfermedad grave

Según lo que señala Luis Zegada Saavedra tenemos: “Como el estado patológico producido por consecuencia del trabajo, que sobrevenga por evolución lenta y progresiva, que determine la disminución o pérdida de capacidad de trabajo y de ganancia, o muerte del asegurado, y que sea provocado por acción de agentes nocivos”
. 
2.6. Accidente

De acuerdo a los criterios de la Enciclopedia Virtual y Libre Wikipedia en español tenemos lo siguiente: “Se define como accidente (del latín accĭdens, -entis) a cualquier suceso que es provocado por una acción violenta y repentina ocasionada por un agente externo involuntario, y que da lugar a una lesión corporal. La amplitud de los términos de esta definición obliga a tener presente que los diferentes tipos de accidentes se hallan condicionados por múltiples fenómenos de carácter imprevisible e incontrolable.

El grupo que genera mayor mortalidad es el de los accidentes producidos con ocasión del transporte de personas o mercancías por tierra o transporte marítimo”
. 

2.7. Incapacidad permanente

Conforme a los criterios de la Enciclopedia Virtual y Libre Wikipedia en español tenemos lo siguiente: “Incapacidad permanente (IP) es la situación laboral del trabajador que, después de haber estado sometido al tratamiento prescrito y de haber sido dado de alta médicamente, presenta reducciones anatómicas o funcionales graves, susceptibles de determinación objetiva y previsiblemente definitivas, que disminuyan o anulen su capacidad laboral. No impedirá tal calificación la posibilidad de recuperación de la capacidad laboral del incapacitado, si dicha posibilidad se estima médicamente como incierta o a largo plazo”
. 
2.8. Accidente de trabajo

Concerniente a lo que denota el autor Marco Antonio Dick: “El accidente de trabajo al tenor combinado de los artículos 81 de la Ley General del Trabajo y 27 del Código de Seguridad Social, se entiende por accidente de trabajo toda lesión orgánica o trastorno funcional producidos por la acción súbita y violenta de una causa externa, con ocasión o consecuencia del trabajo y que origina la disminución o pérdida de la capacidad de trabajo, de ganancias del trabajador y hasta la muerte del mismo.

Están involucrados en éste parámetro también los accidentes “In Itinere” entendiéndose como tal aquel que se produce en el trayecto normal y lógico entre el domicilio del trabajador y la fuente laboral, y viceversa, o cuando sale de la fuente de trabajo con motivo estrictamente laboral”
. 
2.9. Enfermedad profesional

Relativo a lo que manifiesta el autor Marco Antonio Dick: “La enfermedad profesional de acuerdo al artículo 27 del Código de Seguridad Social, la enfermedad profesional es todo estado patológico producido como consecuencia del trabajo, cuya evolución es lenta y progresiva, determinando una disminución de la capacidad de trabajo y de ganancias del asegurado y que además es provocada por la acción de agentes nocivos que se encuentran en los ambientes de trabajo.

Por su parte la Ley General del Trabajo, en su artículo 82 dispone: “La enfermedad profesional, deberá ser declarada a efecto exclusivo del trabajo y haber sido contraída durante el año anterior a la aparición de la incapacidad por ella causada”
. 

2.10. Póliza de seguro

De acuerdo al autor David Cabezas Caballero: “El contrato de seguro es la póliza de seguro admitiéndose, además, otros medios de prueba por escrito que acrediten el acto. El asegurador la emite en forma nominativa salvo que se trate de seguros de transporte, en cuyo caso puede emitirla al portador. La póliza tiene las cláusulas estipuladas conforme la ley externa prescribe cuyo formato debe merecer la aprobación del órgano regulador del Estado, formando partes del cuerpo de contrato, los documentos que sean anexados, que tengan por objeto complementar, renovar, o rehabilitar el contrato. Es norma universal que en la póliza de seguro deben estar consignadas las condiciones generales y las condiciones particulares convenidas en cada caso. Desde el punto de vista de la acción procesal “la póliza tiene fuerza ejecutiva contra el asegurador únicamente en los siguientes casos”:

a) Al vencimiento del plazo en los seguros dótales y de renta.

b) Sobre los valores de préstamo y rescate en los seguros de vida.

En los seguros de daños, el asegurador debe pagar su obligación dentro de los 60 días siguientes. En los seguros de vida dentro de los 15 días posteriores al aviso del siniestro o tan pronto sean llenados los requisitos legales”
.  
2.11. Renta vitalicia

Conforme lo que establece la Consultora denominada Gerencie tenemos: “La renta vitalicia es una forma de contrato aleatorio, y es un contrato civil el cual consiste en que una persona se obliga para con otra a realizarle un pago o pensión periódica, que puede ser en efectivo o en bienes, hasta que una de las personas partícipes del contrato viva, por consiguiente la muerte de uno de los dos significa la culminación del contrato”
. 
CAPÍTULO III 
Marco referencial
3.1. Normativa jurídica nacional

Encontramos en la normativa jurídica nacional lo siguiente:

3.1.1. Constitución Política del Estado

A continuación, se dará paso a la Constitución Política del Estado como la norma jurídico – social fundamental de una determinada realidad, denominada la “ley de leyes” que regula la relación entre todos los estantes y habitantes de un país mediante el Estado.
Acorde a lo que estipula la Constitución Política del Estado de 7 de febrero de 2009 encontramos: “Artículo 46.

	I.
	Toda persona tiene derecho:

1.
Al trabajo digno, con seguridad industrial, higiene y salud ocupacional, sin discriminación, y con remuneración o salario justo, equitativo y satisfactorio, que le asegure para sí y su familia una existencia digna.

2.
A una fuente laboral estable, en condiciones equitativas y satisfactorias.



	II.
	El Estado protegerá el ejercicio del trabajo en todas sus formas.

	III.
	Se prohíbe toda forma de trabajo forzoso u otro modo análogo de explotación que obligue a una persona a realizar labores sin su consentimiento y justa retribución.


Artículo 47.

	I.
	Toda persona tiene derecho a dedicarse al comercio, la industria o a cualquier actividad económica lícita, en condiciones que no perjudiquen al bien colectivo.

	II.
	Las trabajadoras y los trabajadores de pequeñas unidades productivas urbanas o rurales, por cuenta propia, y gremialistas en general, gozarán por parte del Estado de un régimen de protección especial, mediante una política de intercambio comercial equitativo y de precios justos para sus productos, así como la asignación preferente de recursos económicos financieros para incentivar su producción.

	III.
	El Estado protegerá, fomentará y fortalecerá las formas comunitarias de producción.


Artículo 48.

	I.
	Las disposiciones sociales y laborales son de cumplimiento obligatorio.

	II.
	Las normas laborales se interpretarán y aplicarán bajo los principios de protección de las trabajadoras y de los trabajadores como principal fuerza productiva de la sociedad; de primacía de la relación laboral; de continuidad y estabilidad laboral; de no discriminación y de inversión de la prueba a favor de la trabajadora y del trabajador.

	III.
	Los derechos y beneficios reconocidos en favor de las trabajadoras y los trabajadores no pueden renunciarse, y son nulas las convenciones contrarias o que tiendan a burlar sus efectos.

	IV.
	Los salarios o sueldos devengados, derechos laborales, beneficios sociales y aportes a la seguridad social no pagados tienen privilegio y preferencia sobre cualquier otra acreencia, y son inembargables e imprescriptibles.

	V.
	El Estado promoverá la incorporación de las mujeres al trabajo y garantizará la misma remuneración que a los hombres por un trabajo de igual valor, tanto en el ámbito público como en el privado.

	VI.
	Las mujeres no podrán ser discriminadas o despedidas por su estado civil, situación de embarazo, edad, rasgos físicos o número de hijas o hijos. Se garantiza la inamovilidad laboral de las mujeres en estado de embarazo, y de los progenitores, hasta que la hija o el hijo cumplan un año de edad.

	VII.
	El Estado garantizará la incorporación de las jóvenes y los jóvenes en el sistema productivo, de acuerdo con su capacitación y formación.


Artículo 49.

	I.
	Se reconoce el derecho a la negociación colectiva.

	II.
	La ley regulará las relaciones laborales relativas a contratos y convenios colectivos; salarios mínimos generales, sectoriales e incrementos salariales; reincorporación; descansos remunerados y feriados; cómputo de antigüedad, jornada laboral, horas extra, recargo nocturno, dominicales; aguinaldos, bonos, primas u otros sistemas de participación en las utilidades de la empresa; indemnizaciones y desahucios; maternidad laboral; capacitación y formación profesional, y otros derechos sociales.

	III.
	El Estado protegerá la estabilidad laboral. Se prohíbe el despido injustificado y toda forma de acoso laboral. La ley determinará las sanciones correspondientes.


Artículo 50.

El Estado, mediante tribunales y organismos administrativos especializados, resolverá todos los conflictos emergentes de las relaciones laborales entre empleadores y trabajadores, incluidos los de la seguridad industrial y los de la seguridad social.

Artículo 51.

	I.
	Todas las trabajadoras y los trabajadores tienen derecho a organizarse en sindicatos de acuerdo con la ley.

	II.
	El Estado respetará los principios sindicales de unidad, democracia sindical, pluralismo político, autosostenimiento, solidaridad e internacionalismo.

	III.
	Se reconoce y garantiza la sindicalización como medio de defensa, representación, asistencia, educación y cultura de las trabajadoras y los trabajadores del campo y de la ciudad.

	IV.
	El Estado respetará la independencia ideológica y organizativa de los sindicatos. Los sindicatos gozarán de personalidad jurídica por el solo hecho de organizarse y ser reconocidos por sus entidades matrices.

	V.
	El patrimonio tangible e intangible de las organizaciones sindicales es inviolable, inembargable e indelegable.

	VI.
	Las dirigentas y los dirigentes sindicales gozan de fuero sindical, no se les despedirá hasta un año después de la finalización de su gestión y no se les disminuirán sus derechos sociales, ni se les someterá a persecución ni privación de libertad por actos realizados en el cumplimiento de su labor sindical.

	VII.
	Las trabajadoras y los trabajadores por cuenta propia tienen el derecho a organizarse para la defensa de sus intereses.


Artículo 52.

	I.
	Se reconoce y garantiza el derecho a la libre asociación empresarial.

	II.
	El Estado garantizará el reconocimiento de la personalidad jurídica de las asociaciones empresariales, así como las formas democráticas organizativas empresariales, de acuerdo con sus propios estatutos.

	III.
	El Estado reconoce las instituciones de capacitación de las organizaciones empresariales.

	IV.
	El patrimonio de las organizaciones empresariales, tangible e intangible, es inviolable e inembargable.


Artículo 53.

Se garantiza el derecho a la huelga como el ejercicio de la facultad legal de las trabajadoras y los trabajadores de suspender labores para la defensa de sus derechos, de acuerdo con la ley.

Artículo 54.

	I.
	Es obligación del Estado establecer políticas de empleo que eviten la desocupación y la subocupación, con la finalidad de crear, mantener y generar condiciones que garanticen a las trabajadoras y los trabajadores posibilidades de ocupación laboral digna y de remuneración justa.

	II.
	Es deber del Estado y de la sociedad la protección y defensa del aparato industrial y de los servicios estatales.

	III.
	Las trabajadoras y los trabajadores, en defensa de sus fuentes de trabajo y en resguardo del interés social podrán, de acuerdo con la ley, reactivar y reorganizar empresas en proceso de quiebra, concurso o liquidación, cerradas o abandonadas de forma injustificada, y conformarán empresas comunitarias o sociales. El Estado podrá coadyuvar a la acción de las trabajadoras y los trabajadores”
. 


Como expresa el autor Alipio Valencia Vega se tiene: “El Derecho Constitucional estudia los principios de la organización jurídica interna del Estado y de los poderes públicos, estableciendo las reglas que rigen su naturaleza y sus funciones, y los vínculos jurídicos que relacionan al pueblo con el Estado”
. 
3.1.2. Ley General del Trabajo

Seguidamente se otorgará un espacio a la Ley General del Trabajo que regula la relación contractual entre el empleador y el trabajador en nuestra sociedad civil boliviana.

De acuerdo al Decreto Reglamentario de la Ley General del Trabajo, Decreto Supremo Nº 224.-, del 23 de agosto de 1943,  tenemos: “CAPÍTULO III: DE LOS GRADOS DE INCAPACIDAD Y DE LAS INDEMNIZACIONES CORRESPONDIENTES

I. GRADOS DE INCAPACIDAD

Artículo 89°.- Son incapacidades absolutas y permanentes las que imposibilitan a la víctima, de una manera definitiva, para todo género de trabajo. Considerase como tales las siguientes: 

a. La pérdida total o en sus partes esenciales de las dos extremidades superiores, de las dos inferiores o de una extremidad inferior y otra superior, conceptuándose, para este fin, como partes esenciales, el pie y la mano;

b. La lesión fundamental del aparato locomotor que determine consecuencias análogas a la mutilación de las extremidades a que se refiere el inciso anterior;

c. La pérdida de los dos ojos, entendiéndose como tal la anulación del órgano o pérdida de la fuerza visual;

d. La pérdida de un ojo, con disminución importante de la fuerza visual del otro;

e. La enajenación mental incurable;

f. Las lesiones orgánicas o funcionales del cerebro o de los aparatos circulatorio o respiratorio, ocasionados directa o indirectamente por acción mecánica de las maquinarias o elementos industriales y siempre que se reputen incurables; y

g. La concurrencia de dos o más lesiones constitutivas, cada una de incapacidad parcial y que, avaluadas en conjunto, pueden reputarse análogas en sus consecuencias a una incapacidad absoluta.

Artículo 90°.- Son incapacidades absolutas y temporales las que imposibilitan totalmente a la víctima para todo género de trabajo durante un tiempo no menor de 6 días ni mayor de un año.
Artículo 91°.- Son incapacidades parciales y permanentes las que determinan una disminución parcial pero definitiva, de la capacidad de trabajo. Son las siguientes, con determinación de las indemnizaciones correspondientes: 

ACCIDENTES
	a) La pérdida o inutilización de la extremidad superior derecha, en su totalidad o en sus partes esenciales, considerándose como tales: La mano, la totalidad de los dedos de la mano, aunque subsista el pulgar, y la pérdida de todas las segundas falanges. Este porcentaje se aplicará a la pérdida o inutilización de la extremidad superior izquierda, cuando la víctima sea zurda.
	100%

	b) La pérdida o inutilización de la extremidad superior izquierda, en su totalidad o en sus partes esenciales, la mano o la totalidad de los dedos.
	80%

	c) Inutilización total de los dedos de la mano:
	

	Pulgar derecho
	40%

	Pulgar izquierdo
	30%

	Índice derecho
	25%

	Medio
	9%

	Anular
	9%

	Meñique
	13%

	d) La pérdida o inutilización de una de las extremidades inferiores, en su totalidad o en sus partes esenciales, conceptuándose parte esencial el pie y en éste los elementos indispensables para la sustentación y progresión.
	100%

	e) Pérdida o inutilización total de un pie
	90%

	f) La pérdida de un ojo de la visión
	50%

	g) Sordera total
	50%

	h) Hernia simple
	15%

	i) Hernia doble
	30%


Artículo 92°.- Son incapacidades parciales y temporales las que imposibilitan a la víctima para reanudar el ejercicio de su profesión o trabajo habitual durante: un tiempo no menor de 6 días, ni mayor de seis meses (Decreto Supremo 3774 de 24 de junio de 1954). El subsidio económico que se pague al trabajador en estos casos, le será abonado desde el primer día de inhabilidad para el trabajo.

II.- DE LAS INDEMNIZACIONES
Artículo 93°.- Independientemente de la asistencia médica, farmacéutica y hospitalaria y de los gastos de funerales, el patrono está obligado a pagar a la víctima y, en caso de muerte de ésta, por accidente de trabajo o enfermedad profesional, a quienes tengan derecho, las indemnizaciones en dinero detalladas a continuación.

Artículo 94°.- En caso de muerte, la indemnización será equivalente a dos años de salarios, por meses de treinta días, pagadera de una sola vez.

Artículo 95°.- En caso de incapacidad absoluta y permanente, la indemnización, pagadera de una sola vez, será equivalente al salario de dos años contados por meses de 30 días.

Artículo 96°.- En caso de incapacidad absoluta y temporal, la indemnización será igual al salario íntegro del tiempo que dure la incapacidad, siempre que no excediera de un año. Si excediera de un año, se reputará absoluta y permanentemente, indemnizándose como tal, descontando los salarios pagados hasta la fecha de la calificación definitiva.

Artículo 97°.- En caso de incapacidad parcial permanente, la indemnización máxima será de 18 meses de salarios. La cuantía de la indemnización se determinará sobre la base del porcentaje fijado en el artículo 91 de este Reglamento. 

Las incapacidades parciales y permanentes no clasificadas serán valoradas sujetándose, en lo posible, a la tabla de valoración anteriormente indicada, cuando ellas afecten a los órganos indicados de dicha tabla. Para otros casos, y a falta de común acuerdo de partes, el Juez del Trabajo lo determinará con dictamen del Médico Asesor.

Artículo 98°.- (Decreto Supremo Nº 374 de 24 de junio de 1954). En caso de incapacidad parcial y temporal, la indemnización será igual al salario integro del tiempo que dure la incapacidad, siempre que no excediese de los seis meses. 
Si, excede de este término, la incapacidad se computará parcial permanente y la indemnización se hará de acuerdo a esta incapacidad, sin que por ningún motivo puedan descontar los salarios pagados, hasta la fecha de su calificación definitiva.

Artículo 99°.- La indemnización se calculará conforme al artículo 91 de la Ley, sobre la base del salario promedio percibido durante los últimos noventa días precedentes al día del accidente o a la declaratoria de la enfermedad. En caso de que el tiempo de servicios hubiera sido inferior, se tomará el promedio de los días trabajados.

Artículo 100°.- (Decreto Supremo Nº 2521 de 3 de mayo de 1951), En ningún caso las indemnizaciones legales se computarán sobre un sueldo inferior al mínimo legal. Sobre la base de este salario mínimo se ajustará la indemnización que corresponda a todo aprendiz que perciba un salario menor.

Artículo 101°.- (Nota de la Editorial: El texto de este artículo es obviado en la edición del Dr. Sandoval, aparentemente por estar ya incorporado en el artículo 100).
Artículo 102°.- Las indemnizaciones podrán pagarse directamente a los accidentados que sean mujeres casadas, siendo válidos los finiquitos que otorguen. Los menores requieren la intervención de sus padres o representantes legales.
CAPÍTULO III: DE LOS PRIMEROS AUXILIOS Y DE LA ATENCIÓN MÉDICA

Artículo 103º.- En caso de accidente de trabajo la obligación más inmediata del patrono es proporcionar a la víctima la asistencia médica y farmacéutica.
Artículo 104º.- Ocurrido el accidente, las personas que lo hayan presenciado o que primero tengan noticias de él, deberán acudir sin demora en demanda de los auxilios sanitarios más próximos, sin perjuicio de la obligación patronal anteriormente mencionada.

Artículo 105º.- Si en el lugar de los trabajos no pudiera disponerse en condiciones adecuadas, de la asistencia médica y farmacéutica, el patrono hará trasladar a su costo al obrero, en cuanto lo permita su estado, a la población, hospital o lugar más cercano, donde sea posible atender su curación.

Artículo 106º.- La asistencia que debe prestarse a la víctima comprende la atención médica y quirúrgica, los medicamentos y, en general los aparatos ortopédicos y todos los medios terapéuticos o auxilios accesorios al tratamiento médico prescrito, sea para garantizar el éxito del tratamiento o para atenuar las consecuencias de la lesión.

Artículo 107º.- La asistencia médica y farmacéutica se debe, en caso de accidente, por toda la duración de la enfermedad, desde el día en que ocurrió el accidente, hasta que la víctima se encuentre en condiciones de volver al trabajo o hasta que sea calificada en incapacidad permanente.

Artículo 108º.- Si el accidentado se negara a seguir el tratamiento prescrito o impidiera deliberadamente su curación, el patrono podrá solicitar del respectivo Juez del Trabajo la suspensión del pago de toda indemnización y asistencia médica.

Artículo 109º.- Si el accidentado fuera asistido en un hospital ajeno a la empresa, lo será en la sección pagante, corriendo por cuenta del patrono el pago de los gastos respectivos. Serán también de cuenta del patrono los gastos correspondientes a los médicos especialistas y a los auxilios accesorios del tratamiento.

Artículo 110º.- El médico que por cualquier circunstancia asista a la víctima de un accidente de trabajo, está obligado, con la debida oportunidad, a expedir las certificaciones siguientes:

· 1) Inmediatamente de producirse el accidente: la de hallarse o no incapacitado para el trabajo;

· 2) Obtenida la curación: de la capacidad para volver al trabajo o la calificación definitiva de la incapacidad;
· 3) En caso de muerte: el certificado de defunción.

Artículo 111º.- El examen médico de la víctima, a los efectos de la calificación de la incapacidad se hará por el facultativo que designe la empresa o, en su caso, la Caja de Seguro y Ahorro Obrero.
La certificación del facultativo de la empresa hará plena prueba contra la institución aseguradora, si ésta no tuviese facultativo propio en el lugar de los trabajos.

Si la víctima no se encontrara de acuerdo con los resultados del examen, podrá obtener su reconocimiento por un médico designado de su parte. En caso de discrepancia, el Juez del Trabajo encomendará un examen de dirimisión al Médico Asesor.

CAPÍTULO IV: DE LAS ENFERMEDADES PROFESIONALES

Artículo 112º.- La enfermedad profesional, para ser indemnizable, debe reunir los requisitos siguientes:

· a) Que se halle consignada en el presente Reglamento;

· b) Que el trabajador no la haya tenido antes de ingresar al trabajo, lo que se comprobará con el certificado médico de ingreso;

· c) Que haya sido contraída por efecto del género de trabajo de la víctima o de las condiciones en que lo efectuó durante el año anterior a su aparición, lo que se comprobará mediante informe facultativo, prohibiéndose la prueba testifical.

Artículo 113º.- Para los efectos del artículo 83 de la ley la indemnización se dividirá proporcionalmente con relación al tiempo trabajado, entre los patronos que hubieren utilizado los servicios del trabajador durante el último año. La acción, en caso de litigio, se dirigirá conjuntamente contra todos los patronos responsables.

Artículo 114º.- Solo dan derecho a indemnización las enfermedades siguientes; la pneumo -coniosis en sus diferentes formas, tales como silicosis, antracosis, calicosis, bisinosis, tabacosis, etc.; el saturnismo, hidragirismo, cuprismo, suifocarbonismo, hidrocarburismo, fosforismo; la oftalmía amoniacal; las dermatosis profesionales; el carbunclo; la esclerosis pulmonar; la nefritis; la tuberculosis pulmonar. La bronquitis crónica es causa de incapacidad parcial.

· EID.S. 1139 de 22 de abril de 1948 establece que estas enfermedades se reputen como causadas por el trabajo hasta que los organismos pertinentes determinen su grado de peligrosidad y la higiene ambiental en cada fábrica o establecimiento de trabajo.

· Mediante Decreto Supremo Nº 1087 de 30 de marzo de 1950 Bolivia adopta la “Lista Internacional de Enfermedades y Causas de Muerte” de la Organización Mundial de la Salud.
CAPÍTULO V: OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 115º.- Los patrones tendrán la obligación de mandar y efectuar un examen médico de los trabajadores a su cargo, en el momento del ingreso al trabajo, debiendo hacerse constar en el certificado respectivo las lesiones y enfermedades de que adolezca el trabajador. Este certificado será hecho en cuatro ejemplares, entregándose el primero al obrero, el segundo al Juzgado del Trabajo, el tercero a la Caja de Seguro y Ahorro Obrero y el último al patrono. El obrero que no se encontrare conforme con el certificado médico otorgado por la empresa podrá, dentro de los treinta días siguientes a la entrega del mismo, reclamar de la calificación al Juzgado del Trabajo, incluyendo al efecto un certificado firmado por otro médico que no sea de la empresa. Incoada la reclamación, el Juez del Trabajo mandará practicar el reconocimiento del obrero por el Médico Asesor.

Artículo 116º.- Las empresas o establecimientos no comprendidos en el artículo 73 de la ley y que por tal razón carecen de servicio permanente de médico, tendrán una prórroga de treinta días, a contar de la fecha de ingreso del trabajador, para el verificativo del examen médico de ingreso. En este caso, tal certificado no será exigido para los accidentes de trabajo que pudiesen ocurrir durante dicho lapso.

Artículo 117º.- El certificado médico de ingreso extendido en las condiciones anteriormente previstas no admiten prueba alguna en contrario.

Artículo 118º.- En caso de no haberse practicado el examen médico a que se refiere el artículo 115, se presume el buen estado de salud del trabajador, no admitiéndose prueba alguna en contrario.

TÍTULO VIII: DEL SEGURO OBLIGATORIO DE RIESGOS PROFESIONALES

Artículo 119º.- Tan pronto como se instituya el Seguro Social, las empresas contribuirán a la Caja que determine la Ley, y en las proporciones que ésta fije, las cuotas especiales que sirvan para acordar los diversos seguros”
. 
Según el autor Marco Antonio Dick: “La Ley General del Trabajo se aplica de modo general a todos los trabajadores en relación de dependencia; en consecuencia no se aplica a los trabajadores que textualmente están excluidos”
. 

3.2. Normativa jurídica internacional

Hallamos en la normativa jurídica internacional lo siguiente:

3.2.1. Legislación de Uruguay
A continuación se dará paso a la normativa jurídico – social internacional en la legislación de la hermana República Oriental del Uruguay, la ley Nº 16426 referida a pólizas de seguros emitidas por compañías aseguradoras y reguladas mediante el Banco de Seguros del Estado.
De conformidad a la Ley N° 16426 de la República Oriental del Uruguay señala lo siguiente:

”LEY Nº 16426 – SEGUROS

Reglamentada por:
Decreto Nº 354/994 de 17/08/1994. Decreto Nº 530/993 de 25/11/1993.
Artículo 1.- Declarase libre la elección de las empresas aseguradoras para la celebración de contratos de seguros sobre todos los riesgos, en las condiciones que determine la ley.

Exceptúense de lo dispuesto precedentemente todos los contratos de seguros que celebren las personas públicas estatales y los relativos a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, a que refiere la ley 16.074, de 10 de octubre de 1989, así como el contrato de seguro de fianza a que alude el artículo 503 de la ley 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y sus modificativas, los que sólo podrán celebrarse con el Banco de Seguros del Estado.

Artículo 2.- Las empresas públicas o privadas para desarrollar actividad aseguradora deberán instalarse en el país y ser autorizadas por el Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Superintendencia de Seguros y Reaseguros que se crea por la presente Ley.

Las compañías reaseguradoras para instalarse en el país como tales deberán también contar con la previa autorización del Poder Ejecutivo.

Sin perjuicio de lo dispuesto por acuerdos internacionales celebrados por la República, el contrato de seguros, que contemple riesgos que puedan acaecer en su territorio, estará sujeto a todas sus normas legales, reglamentarias y fiscales y sólo podrá ser otorgado por empresas autorizadas conforme al inciso anterior.

En las pólizas emitidas en contraversión a lo dispuesto precedentemente, las partes y sus representantes en la operación serán solidariamente responsables por los tributos y sanciones pecuniarias que correspondan. 

Quedan exceptuados de lo dispuesto en el presente artículo los seguros relativos al transporte y comercio internacionales.
Con excepción de los buques mercantes y toda construcción flotante, autopropulsada o no, de carácter civil de bandera nacional, todos los demás vehículos o medios utilizados para el transporte de personas o bienes de matrícula o bandera uruguaya, sólo podrán asegurarse en empresas instaladas y autorizadas conforme a lo preceptuado por el presente artículo.

La excepción no comprende a las unidades que integran la flota pesquera. 

Artículo 3.- El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco Central del Uruguay, dictará las normas para la instalación y el funcionamiento de las empresas de seguros y reaseguros, incluso mutuas, dentro de un plazo de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley. Igualmente regulará, en el ámbito de su competencia, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 9, la actividad de los corredores de seguros y reaseguros dentro de dicho plazo.

Artículo 4.- Las empresas aseguradoras privadas que actualmente operan en el país deberán ajustarse a la reglamentación referida en el artículo precedente, dentro de los noventa días siguientes a su entrada en vigencia.
En caso de considerar adecuado el plan de adaptación presentado por una empresa privada que estuviera operando, el Poder Ejecutivo con el asesoramiento del Banco Central del Uruguay podrá extenderle dicho plazo hasta un año.
Mientras el Poder Ejecutivo no habilite a dichas empresas privadas, y únicamente dentro de los plazos establecidos en el inciso anterior, éstas sólo podrán celebrar los contratos que están autorizadas a concertar hasta el presente. 
Artículo 5.- Se establece especialmente aplicable a las compañías y a la actividad de seguros y reaseguros lo dispuesto en los artículos 20 a 24 del Decreto Ley Nº 15.322, de 17 de septiembre de 1982, con las modificaciones introducidas por la Ley Nº 16.327, de 11 de noviembre de 1992.
La reglamentación determinará las demás normas de las citadas leyes que serán aplicables a las compañías de seguros o reaseguros o, en general, a la actividad de seguros o reaseguros, en virtud de su naturaleza.
Los poderes jurídicos que las normas citadas confieren al Banco Central del Uruguay en materia de seguros y reaseguros serán ejercidos por la Superintendencia de Seguros y Reaseguros que se crea por el artículo siguiente.

Artículo 6.- Derogado por Ley Nº 18.401 de 24 de octubre de 2008, artículo 58.
Artículo 7.- En lo que refiere a la supervisión y fiscalización de las empresas públicas y privadas de seguros y reaseguros, incluso mutuas, corresponderá a la Superintendencia de Seguros y Reaseguros:

A)  Habilitar su instalación, una vez autorizadas por el Poder Ejecutivo;

B) Autorizar la apertura de dependencias de empresas privadas ya instaladas;

C) Dictar normas genéricas de prudencia, así como instrucciones particulares, tendientes a preservar y mantener su estabilidad y su solvencia;

D) Fijar y modificar la cuantía de los capitales mínimos, establecer márgenes de solvencia, reservas técnicas y aprobar los planes de recomposición patrimonial o adecuación. A tales efectos podrá no tomar en cuenta los activos y reservas no radicados en el país;

E) Emitir opinión sobre los proyectos de fusiones, absorciones y toda otra transformación;

F) Autorizar la transferencia de acciones de las empresas organizadas como sociedades anónimas;

G) Requerirles información con la periodicidad y bajo la forma que juzgue necesaria, así como la exhibición de registros y documentos;

H) Establecer el régimen informativo contable al que deberán ceñirse;

I)  Reglamentar la publicación periódica de sus estados contables y otras informaciones;

J) Realizar un seguimiento permanente a efectos de verificar su situación económica financiera y su cumplimiento de las normas vigentes;

K) Efectuar observaciones y apercibimientos, y aplicar multas de hasta el 10% (diez por ciento) del capital mínimo a aquellas empresas privadas que infrinjan las leyes y los decretos que rijan sus actividades, las normas generales o particulares dictadas conforme a la presente Ley;

L) Proponer al Directorio la aplicación, a los mencionados infractores, de sanciones pecuniarias más graves o de otras medidas, tales como la intervención, la suspensión de actividades o la revocación de la autorización para funcionar. Asimismo, podrá recomendar al Directorio que gestione ante el Poder Ejecutivo la revocación de la autorización para funcionar, por razones de legalidad o de interés público;

M) Resolver la instrucción de sumarios conducentes a comprobar la responsabilidad de las personas que puedan ser pasibles de las multas o inhabilitaciones previstas en el artículo 23 del decreto ley Nº 15.322, de 17 de septiembre de 1982, con las modificaciones introducidas por la Ley Nº 16.327, de 11 de noviembre de 1992. 

Artículo 8.- Créase una Comisión Honoraria integrada por un representante del

Ministerio de Economía y Finanzas, que la presidirá, uno por el Banco Central del Uruguay, dos por el Banco de Seguros del Estado, y tres delegados del sector privado designados por dicho Ministerio, a propuesta de las compañías de seguros y reaseguros que operen en plaza, de los agentes y de los corredores de seguros.
La reglamentación regulará la forma de designación de los integrantes de esta Comisión.
El Ministerio de Economía y Finanzas suministrará los recursos necesarios para su funcionamiento.
Artículo 9.-  Los cometidos de esta Comisión Honoraria serán:

A) Asesorar al Poder Ejecutivo y a la Superintendencia de Seguros y Reaseguros;

B) Proponer al Poder Ejecutivo textos legales o reglamentarios sobre las siguientes materias:

1)  Régimen jurídico de control estatal sobre el Banco de Seguros del Estado, las compañías privadas de seguros y reaseguros y las personas que ejerzan actividad de intermediación en la materia.

2)  Régimen jurídico del contrato de seguros y de reaseguros.
Esta Comisión Honoraria deberá, asimismo, dentro de los seis meses de su instalación, elaborar un anteproyecto de ley a los efectos de regular la actividad de intermediación en materia de seguros. 

Artículo 10.- El Banco de Seguros del Estado elaborará y remitirá al Poder Ejecutivo un proyecto de Ley que contenga las modificaciones que entienda necesario efectuar a su Carta Orgánica. 
Artículo 11.- El Banco de Seguros del Estado podrá realizar las actividades de su giro en el exterior de la República. 

Artículo 12.- El Poder Ejecutivo queda facultado a gravar con la tasa mínima o a exonerar totalmente del Impuesto al Valor Agregado (Título 10 del Texto Ordenado de 1991) los contratos de seguros relativos a los riesgos de muerte, vejez, invalidez, enfermedades y lesiones personales.

Artículo 13.- La reglamentación podrá otorgar el mismo tratamiento fiscal previsto por la Ley Nº 11.073, de 24 de junio de 1948, para las sociedades anónimas financieras de inversión, a las compañías aseguradoras instaladas y autorizadas, según lo dispuesto en el inciso primero del artículo 2 de la presente Ley, siempre que exclusivamente desarrollaren su actividad respecto a riesgos o personas no radicadas en el territorio de la República. 

Artículo 14.- (Transitorio).- El artículo 1 de la presente Ley entrará en vigencia a partir de los ciento ochenta días de dictada la reglamentación a que refiere el artículo 3 de la misma.
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. 
Sintetizando lo señalado en la normativa jurídica internacional acerca de la legislación uruguaya sobre el Banco de Seguros del Estado tendríamos: 
Artículo 1.- Declarase libre la elección de las empresas aseguradoras para la celebración de contratos de seguros sobre todos los riesgos, en las condiciones que determine la ley los que sólo podrán celebrarse con el Banco de Seguros del Estado.

Las compañías reaseguradoras para instalarse en el país como tales deberán también contar con la previa autorización del Poder Ejecutivo. El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco Central del Uruguay, dictará las normas para la instalación y el funcionamiento de las empresas de seguros y reaseguros.

La reglamentación determinará las demás normas de las citadas leyes que serán aplicables a las compañías de seguros o reaseguros o, en general, a la actividad de seguros o reaseguros, en virtud de su naturaleza.

Artículo 7.- En lo que refiere a la supervisión y fiscalización de las empresas públicas y privadas de seguros y reaseguros, incluso mutuas, corresponderá a la Superintendencia de Seguros y Reaseguros: Reglamentándose en los incisos  A la M.
3.2.2. Organización Internacional del Trabajo (OIT)
Seguidamente aclaramos que la normativa jurídica internacional de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) nos remitió a la legislación costarricense, donde se señala lo siguiente con relación a la incapacidad permanente de trabajadores y de muerte: “Beneficios en caso de muerte del Trabajador para familiares y causahabientes (Art. 219, 243 – 246).

Seguro de enfermedad con la Caja Costarricense del Seguro Social.

Renta anual de hasta un 75 % del salario, distribuida entre familiares: 30 

– 40 % para cónyuge por 10 años.

Extensión de renta para estudiantes hasta los 25 años de edad: 20 % para menores y hasta 25 años.

Rentas para padres del fallecido: 20 % madre y 10 % padre mayor de 60 años, por 10 años.

Adelanto de una suma equivalente a 1 año de renta.

Extensión de rentas por períodos de 5 años.

Pago de décimo tercer mes de renta.

Pago de gastos de funeral.

Ajustes anuales de renta. 

Conmutación adelanto en un solo monto) de rentas, debidamente justificado”
.
Sintetizando podemos observar que tanto en la República Oriental del Uruguay como en la República de Costa Rica la legislación sobre la relación contractual entre los trabajadores y patrones esta regulada en sus propias disposiciones laborales, donde se observa en el caso particular de la República Oriental del Uruguay que sí funciona el Banco de Seguros del Estado y en el caso de la República de Costa Rica las leyes prevén, que los trabajadores que sufren accidentes con impedimento permanente o enfermedades profesionales irreversibles, están protegidos y comprendidos en la respectiva ley, velando porque estas personas que entran en desgracia tengan por el resto de sus días, y en el caso de fallecimientos los familiares y padres se vean protegidos, con una renta vitalicia.

CAPÍTULO IV
Propuesta
En el presente capítulo desarrollaremos y señalaremos los diferentes fundamentos desde una óptica jurídica, social, económica y personal, con el objetivo de proponer aspectos jurídicos que alimenten y colaboren a una renta vitalicia para las personas que sufren accidentes con incapacidad permanente o enfermedades profesionales irreversibles que no permitan que estas personas, tengan capacidad de desarrollar un trabajo mediante la creación por parte del Estado Plurinacional de Bolivia de un Banco de Seguros del Estado.
4.1. Fundamento jurídico

La Constitución Política del Estado y la Ley General del Trabajo en Bolivia, si bien es una legislación que tiende a proteger al trabajador boliviano, en la relación contractual obrero – patronal, donde vemos numerosos capítulos y artículos donde se señalan aspectos que favorecen a los trabajadores mediante los contratos de trabajo entre empleador y trabajador y que de tiempo en tiempo se van modificando, añadiendo y mejorando en algunos casos esta relación, pero no se considera absolutamente un aspecto imprescindible en los trabajadores que sufren accidentes en sus fuentes de trabajo o por emanación de gases u otros quedan enfermos absoluta y permanentemente de por vida.
En el desarrollo del trabajo demostramos en el acápite 4.3. Fundamento económico que los diferentes accidentes con incapacidades absolutas y temporales, con incapacidades parciales y permanentes reciben de acuerdo a la gravedad de las lesiones porcentajes del salario que perciben, que para el presente estudio hemos considerado el Salario Mínimo Nacional, que es Bs. 1805.-.

Jurídicamente hacemos referencia a las normativas jurídicas internacionales de Uruguay que establece, la ley Nº 16426 referida a pólizas de seguros emitidas por compañías aseguradoras y reguladas mediante el Banco de Seguros del Estado y de Costa Rica que estipula que podemos observar que tanto en la República Oriental del Uruguay como en la República de Costa Rica la legislación sobre la relación contractual entre los trabajadores y patrones esta regulada en sus propias disposiciones laborales, donde se observa en el caso particular de la República Oriental del Uruguay que sí funciona el Banco de Seguros del Estado y en el caso de la República de Costa Rica las leyes prevén, que los trabajadores que sufren accidentes con impedimento permanente o enfermedades profesionales irreversibles, están protegidos y comprendidos en la respectiva ley, velando porque estas personas que entran en desgracia tengan por el resto de sus días, y en el caso de fallecimientos los familiares y padres se vean protegidos, con una renta vitalicia.

4.2. Fundamento social

En el ámbito social generalmente la familia esta representando por el padre y la madre quiénes a través de los años de trabajo que pueden realizar hasta los 58 años edad de jubilación en el Sistema Integral de Pensiones, tienen obligaciones para con sus hijos, como es la educación, salud, profesionalización, bienestar y en general los derechos constitucionales. Pero todo esto se trunca, cuando el padre o la madre que trabajan sufren accidentes en su fuente de trabajo, a veces con fallecimiento o incapacidad permanente o enfermedad profesional irreversible que ya no permite desarrollar y desplegar el trabajo que desarrollaban quedando la familia desamparada tanto en salud como en los ingresos de sustentación que repercute negativamente en la familia.

La presente investigación tiende a evitar que se produzca este tipo de situaciones que en unos casos aparte de enlutar a las familias bolivianas, perjudican sustancialmente en su desarrollo y bienestar, buscando se logre una renta vitalicia para la esposa y los hijos.
4.3. Fundamento económico

El fundamento económico trata de encontrar, alternativas, que tengan las personas fundamentalmente cuando se producen  accidentes de trabajo y quedan inutilizados para desarrollar sus actividades laborales, en los diferentes casos que se presentan, pero el enfoque va más dirigido a las personas con incapacidad absoluta y permanente que quedan discapacitados, de por vida y en el caso de un joven con mayor razón;  como podemos leer en los diferentes artículos pertinentes, sobre este tema. Citamos los artículos que hacen a este análisis:

Artículo 90°.- Son incapacidades absolutas y temporales las que imposibilitan totalmente a la víctima para todo género de trabajo durante un tiempo no menor de 6 días ni mayor de un año.

Artículo 91°.- Son incapacidades parciales y permanentes las que determinan una disminución parcial pero definitiva, de la capacidad de trabajo. Son las siguientes, con determinación de las indemnizaciones correspondientes: 

En los cálculos que se hagan a continuación se hará en base al Salario Mínimo Nacional y lo que señala el Art. 100.- del Código de trabajo que señala: Artículo 100°.- (Decreto Supremo Nº 2521 de 3 de mayo de 1951), En ningún caso las indemnizaciones legales se computarán sobre un sueldo inferior al mínimo legal. Sobre la base de este salario mínimo se ajustará la indemnización que corresponda a todo aprendiz que perciba un salario menor.

ACCIDENTES

	a) La pérdida o inutilización de la extremidad superior derecha, en su totalidad o en sus partes esenciales, considerándose como tales: La mano, la totalidad de los dedos de la mano, aunque subsista el pulgar, y la pérdida de todas las segundas falanges. Este porcentaje se aplicará a la pérdida o inutilización de la extremidad superior izquierda, cuando la víctima sea zurda.

a)   el salario pertinente de la persona en este caso para el análisis que estamos realizando tomando como base el Salario Mínimo Nacional AL 100 %  sería Bs.- 1.805.oo
	100%

	b) La pérdida o inutilización de la extremidad superior izquierda, en su totalidad o en sus partes esenciales, la mano o la totalidad de los dedos.

b)   80 % ……….Bs.-  1.444,oo
	80%

	c) Inutilización total de los dedos de la mano:
	

	Pulgar derecho 

            40 % ……….Bs.-    722,oo
	40%

	Pulgar izquierdo  

             30 %.......... Bs.-     541,50
	30%

	Índice derecho  

           25 %..........Bs.-      451,25
	25%

	Medio  

            9 % ………Bs.-      162,45
	9%

	Anular

            9 % ………Bs.-       162,45
	9%

	Meñique

           13 %...........Bs.-       234,65
	13%

	d) La pérdida o inutilización de una de las extremidades inferiores, en su totalidad o en sus partes esenciales, conceptuándose parte esencial el pie y en éste los elementos indispensables para la sustentación y progresión. 

Tomando como base el Salario Mínimo Nacional Al 100 % serían Bs.-1.805,oo                                                  
	100%

	e) Pérdida o inutilización total de un pie 

          90 % ……….Bs.-     1.624,50       
	90%

	f) La pérdida de un ojo de la visión

          50 % ………..Bs.-      902,50
	50%

	g) Sordera total

          50 %  ………. Bs.-     902,50
	50%

	h) Hernia simple

          15 % ………..Bs.-      270,75
	15%

	i)  Hernia doble

           30 % ……….Bs.-     541,50
	30%


Resumen de accidentes

Con relación a las extremidades Superiores

a) 100 %  sería  Bs.-  1.805.oo

b) 80 % ………. Bs.-  1.444,oo

c) 40 % ………. Bs.-     722,oo

30 % ………. Bs.-     541,50

25 % ………. Bs.-     451,25 
  9 % ………. Bs.-     162,45

  9 % ………. Bs.-     162,45

13 % ………. Bs.-     234,65

Con relación a las extremidades inferiores

d)    100 %  sería  Bs.-   1.805.oo 

e)     90 % ………. Bs.-  1.624,50 

f)      50 % ………. Bs.-    902,50  

g)     50 % ………. Bs.-    902,50

h)     15 % ………. Bs.-    270,75

i)      30 % ………. Bs.-    541,50

Artículo 92°.- Son incapacidades parciales y temporales las que imposibilitan a la víctima para reanudar el ejercicio de su profesión o trabajo habitual durante: un tiempo no menor de 6 días, ni mayor de seis meses (Decreto Supremo 3774 de 24 de junio de 1954). El subsidio económico que se pague al trabajador en estos casos, le será abonado desde el primer día de inhabilidad para el trabajo.

II.- DE LAS INDEMNIZACIONES
Artículo 93°.- Independientemente de la asistencia médica, farmacéutica y hospitalaria y de los gastos de funerales, el patrono está obligado a pagar a la víctima y, en caso de muerte de ésta, por accidente de trabajo o enfermedad profesional, a quienes tengan derecho, las indemnizaciones en dinero detalladas a continuación.

Artículo 94°.- En caso de muerte, la indemnización será equivalente a dos años de salarios, por meses de treinta días, pagadera de una sola vez.

2 años, equivalente a 24 meses, en un solo pago sobre el Salario Mínimo Nacional serían Bs.- 43.320,oo

Artículo 95°.- En caso de incapacidad absoluta y permanente, la indemnización, pagadera de una sola vez, será equivalente al salario de dos años contados por meses de 30 días.

2 años, equivalente a 24 meses, en un solo pago sobre el Salario Mínimo Nacional serían Bs.- 43.320,oo

Resumen de indemnizaciones

En caso de muerte
24 meses……Bs.-   43.320,oo

En caso de incapacidad Absoluta y permanente

24 meses……Bs.-   43.320,oo
Resumiendo podemos ver que con relación a los accidentes, y enfermedades profesionales graves y permanentes existen tablas cuyos porcentajes van variando de mayor a menor, según la gravedad del daño que han sufrido, y los beneficios que tendrán.

En el presente estudio consideramos fundamentalmente los casos de incapacidad absoluta y permanente, donde se señala en el Artículo 94°.- En caso de muerte, la indemnización será equivalente a dos años de salarios, por meses de treinta días, pagadera de una sola vez. Así como el Art. 100 donde señala para fines de cálculo el Salario Mínimo Nacional que tomamos en consideración. Se observa de igual manera que una vez que le entregan al trabajador la indemnización por 24 meses Bs.- 43.320,oo posteriormente ya no tendrá ningún otro beneficio de efectivo, y tiene que ver la manera de sostener a su familia, y ya se ha visto en la marcha de los discapacitados ellos no pudieron conseguir tener un ingreso decente aspecto que con la creación del Banco de Seguros del Estado, la póliza de seguros, permitirá vivir por lo menos con el Salario Mínimo Nacional.

4.4. Fundamento personal

La presente monografía fue inspirada por el movimiento que tuvieron las personas con discapacidad, que si bien no eran muchos de ellos trabajadores asalariados, pero se veía la impotencia y la necesidad de conseguir un bono de Bs. 500.-, monto insuficiente para mantener una familia, creo que con la presente monografía estoy proponiendo una salida a todas las personas que trabajan en las diferentes empresas, industrias, fábricas, corporaciones, compañías, negocios, empresas privadas y estatales en general, que nadie esta exento de sufrir un accidente de trabajo, porque todos somos vulnerables en mayor o menor escala, creo que la presente propuesta beneficiará y tranquilizará a los trabajadores y sus familias sí se llega a implementar el Banco de Seguros del Estado, independientemente también constituye un tema actual en nuestra realidad boliviana. 
Conclusiones
Analizando lo realizado en el trabajo de monografía cuyo título señala “Creación del Banco de Seguros del Estado para garantizar una renta vitalicia mediante pólizas de seguros para la clase trabajadora que sufre incapacidad permanente en el Estado Plurinacional de Bolivia” vemos la necesidad de desarrollar la normativa jurídica que va a cumplir el Estado con relación al Banco de Seguros del Estado y su correspondiente reglamentación, y de esa manera, legislar y normar las actividades de los seguros y reaseguros que puedan actuar con las pólizas que beneficiarían a los trabajadores. A este fin, se añade en el presente trabajo normativas jurídicas internacionales se hace mención de la República Oriental del Uruguay y de la República de Costa Rica donde ya el trabajador que sufre accidentes de trabajo, incapacidades permanentes, enfermedades profesionales irreversibles y muertes están amparados para tener una renta vitalicia.
Referencias bibliográficas
Las referencias bibliográficas consultadas para realizar la investigación son las siguientes:
· CABEZAS CABALLERO, David. “Derecho del Empresario Corporativo”. Cochabamba – Bolivia. Editorial Omeba. 2010.

· DICK, Marco Antonio. “El manual práctico laboral”. Santa Cruz de la Sierra – Bolivia. Editorial Hipergráfica. 2014.

· LEY GENERAL DEL TRABAJO. “Decreto Reglamentario de la Ley General del Trabajo, Decreto Supremo Nº 224.-, del 23 de agosto de 1943”. La Paz – Bolivia. Editorial CJ Ibáñez. 2014. 

· VALDIVIA ORELLANA, José Antonio. “Dossier de Economía Política y Derecho Económico”. Cochabamba – Bolivia. Sin editorial. 2006.

· VALENCIA VEGA, Alipio. “Manual de Derecho Constitucional”. La Paz – Bolivia. Editorial Juventud. 1979.

· ZEGADA SAAVEDRA, Luis. “El asesor laboral”. La Paz – Bolivia. Editorial Grupo Design. 2012.

Webgrafías.-
Las webgrafías consultadas para efectuar la presente monografía son las siguientes:
- GERENCIE, Consultora. “Renta vitalicia”. Bogotá D.C. – Colombia. Sin editorial. 2016.
-  http://www.gerencie.com/renta-vitalicia.html - fecha de ingreso: 29/Julio/2016
-  LEY Nº 223 DE LA LEY GENERAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN BOLIVIA. “Legislación de Bolivia”. La Paz – Bolivia. Sin editorial. 2016.
- http://saludpublica.bvsp.org.bo/textocompleto/bvsp/boxp68/ley_doscientos_  

  veintitres.pdf - fecha de ingreso: 6/Agosto/2016

- LEY DE LEYES. “Constitución Política del Estado de 7 de febrero de 2009”. La Paz – Bolivia. Sin editorial. 2016.
- https://bolivia.infoleyes.com/norma/469/constitución-política-del-estado-cpe – fecha de ingreso: 29/Julio/2016

- LEY N° 16426 SEGUROS, de la República Oriental del Uruguay. “Legislación del Uruguay”. Montevideo – Uruguay. Sin editorial. 2016.
-http://www.impo.com.uy/bases/leyes/16426-1993 - fecha de ingreso: 27/Julio/2016

- ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT). “Legislación de Costa Rica”. San José – Costa Rica. Sin editorial. 2016.

- https://www.abogados.or.cr/Documentos_regimen_seguridad_social/O-21.pdf - fecha de ingreso: 2/Agosto/2016

- SANGER, Larry y WALES, Jimmy. “Accidente”. Nueva York – Estados Unidos de Norteamérica. Editorial Wikipedia en Español. 2001. (Enciclopedia Virtual de Consulta Wikipedia en Español).

- https://es.wikipedia.org/wiki/Accidente - fecha de ingreso: 29/Julio/2016

- SANGER, Larry y WALES, Jimmy. “Incapacidad permanente”. Nueva York – Estados Unidos de Norteamérica. Editorial Wikipedia en Español. 2001. (Enciclopedia Virtual de Consulta Wikipedia en Español).
- https://es.wikipedia.org/wiki/Incapacidad_permanente - fecha  de ingreso: 27/Julio/2016
Anexos
Seguidamente se desarrollarán los respectivos anexos del presente trabajo de investigación de monografía:

Anexo A.- 
Resumen de accidentes
Con relación a las extremidades Superiores

d) 100 %  sería   Bs.-  1.805.oo

e)   80 % ………. Bs.-  1.444,oo

f)   40 % ………. Bs.-     722,oo

  30 % ………. Bs.-     541,50

  25 % ………. Bs.-     451,25 
    9 % ………. Bs.-     162,45

    9 % ………. Bs.-     162,45

 13 %  ………. Bs.-     234,65

Con relación a las extremidades inferiores

d)     100 %  sería  Bs.-   1.805.oo 

e)      90 % ………. Bs.-   1.624,50 

f)       50 % ………. Bs.-      902,50  

g)      50 % ………. Bs.-      902,50

h)      15 % ………. Bs.-      270,75

i)       30 % ………. Bs.-      541,50
En relación al análisis que se realiza con relación a las extremidades superiores del Art. 91 de La Ley General de Trabajo, con incapacidades parciales y permanentes las que determinan una disminución parcial pero definitiva de la capacidad de trabajo., en el respetivo cuadro, de Resumen de Accidentes, se observa que el afectado recibe un porcentaje de 80 %, Bs.- 1.444,oo  como indemnización, como tope mayor, y como porcentaje menor un 9 % Bs.- 162,45, con relación al Salario Mínimo Nacional.
En relación a las extremidades inferiores, se observa que el afectado recibe un porcentaje de 90 %, Bs.- 1.624,50 como indemnización, como tope mayor, y como porcentaje menor un 15 % Bs.- 270,75 con relación al Salario Mínimo Nacional.

Dentro los rangos que se manejan en los porcentajes correspondientes y los montos respectivos, son sumas irrisorias, que de ninguna manera llegan a cubrir las necesidades más premiosas de una persona y su familia.

El trabajador con la garantía del funcionamiento del Banco de Seguros del Estado, podrá solucionar este extremo, con las pólizas de seguros, pues nadie esta libre de la desgracia y poder de tener un accidente laboral.
Anexo B.-

A continuación entregaremos un espacio a la Ley General para Personas con Discapacidad en Bolivia, la Ley Nº 223.-. De acuerdo a la Ley Nº 223 acerca de la Ley General para Personas con Discapacidad en Bolivia tenemos lo siguiente:

 “LEY Nº 223
LEY DE 2 DE MARZO DE 2012

EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE

BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, DECRETA: LEY GENERAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. (OBJETO). El objeto de la presente Ley es garantizar a las personas con discapacidad, el ejercicio pleno de sus derechos y deberes en igualdad de condiciones y equiparación de oportunidades, trato preferente bajo un sistema de protección integral. 
Artículo 2. (FINES). Constituyen fines de la presente Ley, los siguientes:
1. Promover, proteger y asegurar el goce pleno, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad y promover el respeto de su dignidad.

2. Lograr la efectiva inclusión social de las personas con discapacidad en las entidades públicas del Estado en sus niveles Central, Departamental, Regional, Municipal e Indígena Originario Campesino y en las instituciones privadas.

3. Establecer la inclusión de las instituciones privadas en políticas sociales, culturales, ambientales y económicas para personas con discapacidad.

4. Establecer políticas públicas y estrategias sociales destinadas a la prevención de causas que pudieran provocar deficiencias, discapacidad y mayores grados de discapacidad.

5. Promover políticas públicas en los ámbitos de salud, educación, deporte, recreación, empleo, desarrollo económico, cultural, político y social a favor de las personas con discapacidad.

6. Mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad, reduciendo los índices de pobreza y exclusión social.

7. Promover los derechos humanos y las libertades fundamentales de las niñas, niños, jóvenes y mujeres con discapacidad en igualdad de oportunidades en todas las esferas de la vida.

Artículo 3. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley es aplicable en todo el territorio del Estado Plurinacional y de cumplimiento obligatorio por todos los Órganos del Estado, así como por las instituciones; sean estas públicas, privadas, cooperativas y/o de economía mixta.

Artículo 4. (PRINCIPIOS GENERALES). La presente Ley, en concordancia con los Convenios Internacionales y la Constitución Política del Estado, se rige por los siguientes principios:

1. Igualdad en Dignidad.-
Por el que las personas con discapacidad tienen la misma dignidad y derechos que el resto de los seres humanos.

2. No Discriminación.-
No se anula o afecta el reconocimiento, goce o ejercicio pleno de los derechos en base a cualquier forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia, fundada en razón de su situación de persona con discapacidad.

3. Inclusión.-
Todas las personas con discapacidad participan plena y efectivamente en la sociedad en igualdad de oportunidades, en los ámbitos: económico, político, cultural, social, educativo, deportivo y recreacional.

4. Accesibilidad.-
Por el que los servicios que goza la sociedad puedan también acomodarse para ser accedidos por las personas con discapacidad, sin restricción alguna, sean arquitectónicas, físicas, sociales, económicas, culturales, comunicacionales.

5. Equidad de Género.-
Por el que se equiparan las diferencias en razón de género existentes entre hombres y mujeres con discapacidad, reconociendo la orientación sexual e identidad de género, en el marco del ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución Política del Estado.

6. Igualdad de Oportunidades.-
Las personas con discapacidad tienen las mismas posibilidades de acceso al ejercicio de los derechos económicos, sociales, políticos, religiosos, culturales, deportivos, recreacionales y al medio ambiente, sin  discriminación alguna.

7. No Violencia.-
Garantía y protección a las personas con discapacidad, con énfasis a mujeres, niños y niñas y adolescentes contra toda forma de violencia física, psicológica o sexual.

8. Asistencia Económica Estatal.-
Por el que el Estado promueve una renta solidaria para las personas con discapacidad grave y muy grave; y asistencia económica mediante planes, programas y proyectos a las personas con discapacidad. 

Artículo 5. (DEFINICIONES). Son definiciones aplicables las siguientes:

1. Discapacidad.-
Es el resultado de la interacción de la persona, con deficiencias de función físicas, psíquicas, intelectuales y/o sensoriales a largo plazo o permanentes, con diversas barreras físicas, psicológicas, sociales, culturales y comunicacionales.

2. Trato Preferente.-

Son las acciones integradoras que procuran eliminar las desventajas de las personas con discapacidad, garantizando su equiparación e igualdad con el resto de las personas con carácter de primacía.

3. Personas con Discapacidad.-

Son aquellas personas con deficiencias físicas, mentales, intelectuales y/o sensoriales a largo plazo o permanentes, que al interactuar con diversas barreras puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

4. Deficiencia.-
Son problemas en las funciones fisiológicas o en las estructuras corporales de una persona. Pueden consistir en una perdida, defecto, anomalía o cualquier otra desviación significativa respecto a la norma estadísticamente establecida.

5. Personas con Discapacidad Física - Motora.- 
Son las personas con deficiencias anatómicas y neuromúsculofuncionales causantes de limitaciones en el movimiento.

6. Personas con Discapacidad Visual.-
Son las personas con deficiencias anatómicas y/o funcionales, causantes de ceguera y baja visión.

7. Personas con Discapacidad Auditiva.-
Son las personas con perdida y/o limitación auditiva en menor o mayor grado. A través del sentido de la visión, estructura su experiencia e integración con el medio. Se enfrenta cotidianamente con barreras de comunicación que impiden en cierta medida su acceso y participación en la sociedad en igualdad de condiciones que sus pares oyentes. 

8. Personas con Discapacidad Intelectual.-
Son las personas caracterizadas por deficiencias anatómicas y/o funcionales del sistema nervioso central, que ocasionan limitaciones significativas tanto en el funcionamiento de la inteligencia, el desarrollo  psicológico evolutivo como en la conducta adaptativa.
9. Personas con Discapacidad Mental o Psíquica.-
Son personas que debido a causas biológicas, psicodinámicas o ambientales son afectadas por alteraciones de los procesos cognitivos, lógicos, volitivos, afectivos o psicosociales que se traducen en trastornos del razonamiento, de la personalidad, del comportamiento, del juicio y comprensión de la realidad, que les dificultan adaptarse a ella y a sus particulares condiciones de vida, además de impedirles el desarrollo armónico de relaciones familiares, laborales y sociales, sin tener conciencia de la enfermedad psíquica

10. Discapacidad Múltiple.-

Está generada por múltiples deficiencias sean estas de carácter físico, visual, auditivo, intelectual o psíquica.

11. Grado de Discapacidad Leve.-

Calificación que se refiere a personas con síntomas, signos o secuelas existentes que justifican alguna dificultad para llevar a cabo las actividades de la vida diaria, pero son compatibles con la práctica de las mismas

12. Grado de Discapacidad Moderada.-

Calificación que se refiere a personas con síntomas, signos o secuelas que causan una disminución importante o imposibilidad de la capacidad de la persona para realizar algunas de las actividades de la vida diaria, siendo independiente en las actividades de autocuidado.

13. Grado de Discapacidad Grave.- 
Calificación que se refiere a personas con síntomas, signos o secuelas que causan una disminución importante o imposibilidad de la capacidad de la persona para realizar la mayoría de las actividades de la vida diaria, pudiendo estar afectada alguna de las actividades de autocuidado, requiriendo asistencia de otra persona para algunas actividades.

14. Grado de Discapacidad muy Grave.-

Calificación que se refiere a personas con síntomas, signos o secuelas que imposibilitan la realización de las actividades de la vida diaria y requiere asistencia permanente de otra persona.

15. Actividades de la Vida Diaria.-
Se entiende por actividades de la vida diaria aquellas que son comunes a todos los ciudadanos y estas son las actividades de auto - cuidado (vestirse, comer, evitar riesgos, aseo e higiene personal) y otras actividades de la vida diaria (comunicación, actividad física, actividad sensorial, funciones manuales, transporte, función sexual, sueño, actividades sociales y de ocio).

16. Habilitación y Rehabilitación.- 
Son medidas efectivas y pertinentes destinadas a lograr que las personas con deficiencias congénitas o adquiridas puedan obtener la máxima independencia, capacidad física, intelectual, mental, social y vocacional.

17. Inclusión Social.-

La inclusión social es el proceso socioeconómico complejo, multifactorial y transdisciplinario que vincula el desarrollo de capacidades de todos los miembros de la sociedad con el acceso igualitario a oportunidades a lo largo del ciclo vital, y con ello, el acceso al bienestar, a redes de relaciones y al ejercicio de la ciudadanía.

18. Educación Inclusiva.-
La educación debe dar respuesta a la diversidad mediante adaptaciones físicas, curriculares y personas de apoyo buscando mayor participación en el aprendizaje, las culturas y las comunidades para reducir la exclusión de la educación.

19. Inclusión Laboral.- 
Derecho al empleo integrado en empresas normalizadas y adaptados, es decir, empleo exactamente igual y en las mismas condiciones y equiparación de oportunidades, de remuneraciones, horarios y beneficios sociales que el de cualquier otro trabajador o trabajadora sin discapacidad, en instituciones públicas o privadas donde la proporción mayoritaria de empleados no tenga discapacidad alguna.

20. Rehabilitación Basada en la Comunidad.-

Estrategia para la rehabilitación, la igualdad de oportunidades, la reducción de la pobreza y la integración social de las personas con discapacidad en su propia comunidad.

21. Desarrollo Inclusivo Basado en la Comunidad.- 
Diseño e implementación de acciones y políticas en su propia comunidad para el desarrollo socioeconómico y humano que procuran la igualdad de oportunidades y derechos para todas las personas, independientemente de su condición social, género, edad, condición física, intelectual, sensorial o mental, culturas, religión, opción sexual, en equilibrio con su medio ambiente

22. Ajustes Razonables.- 
Se entenderán las modificaciones, adaptaciones necesarias y adecuadas, que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requiera en un caso particular para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio en igualdad de condiciones, de los derechos humanos y libertades fundamentales.
CAPÍTULO SEGUNDO

DERECHOS Y DEBERES DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Artículo 6. (DERECHO A LA VIDA). El Estado Plurinacional de Bolivia, garantiza el derecho a la vida de las personas con discapacidad, desde su concepción, al igual que el resto de las personas.
Artículo 7. (DERECHO A PROTECCIÓN DE SU FAMILIA). 

I. La familia siendo el primer espacio de inclusión está obligada a proporcionar protección y bienestar a la persona con discapacidad promoviendo su autonomía y respetando su autodeterminación.

II. En ningún caso la protección de la familia podrá ser entendida como una limitación al ejercicio de sus derechos y deberes de las personas con discapacidad.

Artículo 8. (DERECHO A CONSTITUIR SU FAMILIA). Se reconoce el derecho de las personas con discapacidad a constituir su propia familia, asumiendo las responsabilidades como padres, madres y cónyuges.
Artículo 9. (DERECHO A LA PROTECCIÓN DEL ESTADO). 

I. El Estado Plurinacional de Bolivia adoptará e implementará políticas públicas destinadas a la protección y el desarrollo integral de la persona con discapacidad, de su familia y/o tutores.

II. En caso que la persona con discapacidad quede en estado de abandono u orfandad el Estado asumirá la responsabilidad del mismo de acuerdo a sus competencias nacionales, departamentales, regionales, municipales e indígena originario campesinos.

Artículo 10. (DERECHO A LA EDUCACIÓN). El Estado Plurinacional de Bolivia garantiza el acceso y permanencia de estudiantes con discapacidad en el Sistema Educativo Plurinacional, en el marco de la educación inclusiva e integral.

Artículo 11. (DERECHO A LA COMUNICACIÓN EN SISTEMAS Y LENGUAS ALTERNATIVAS). El Estado Plurinacional de Bolivia promueve la comunicación en sistemas y lenguas alternativas para la inclusión y el acceso a la información y al ejercicio pleno de las personas con discapacidad
Artículo 12. (DERECHO A SERVICIOS DE SALUD INTEGRALES Y    GRATUITOS). El Estado Plurinacional de Bolivia garantiza el acceso de las personas con discapacidad a los servicios integrales de promoción, prevención, atención, rehabilitación y habilitación, con carácter gratuito, de calidad y con calidez, en la red de Servicios Públicos y en los tres niveles de atención.
Artículo 13. (DERECHO A EMPLEO, TRABAJO DIGNO Y PERMANENTE). El Estado Plurinacional garantiza y promueve el acceso de las personas con discapacidad a toda forma de empleo y trabajo digno con una remuneración justa, a  través de políticas públicas de inclusión socio - laboral en igualdad de oportunidades

Artículo 14. (DERECHO A LA IDENTIDAD). El Estado Plurinacional de Bolivia garantiza el derecho de la persona con discapacidad a la identidad, respetando su pluriculturalidad, al nombre, nacionalidad, a ser inscrito y registrado inmediatamente después de su nacimiento o cuando así lo requiera, al igual que las demás personas.

Artículo 15. (DERECHO A LA VIVIENDA). El Estado Plurinacional de Bolivia, en todos sus niveles garantiza el derecho a programas y proyectos especiales de vivienda digna y adecuada para las personas con discapacidad, asimismo se tomará las medidas necesarias estableciendo un porcentaje del presupuesto de los planes de vivienda social.

Artículo 16. (DERECHO A ALBERGUES O CENTROS DE ACOGIDA). El Estado Plurinacional de Bolivia, para las personas con discapacidad, en situación de abandono promueve la existencia de albergues o centros de acogida y garantiza una atención con calidad y calidez.

Artículo 17. (DERECHO A LA ACCESIBILIDAD). El Estado Plurinacional de Bolivia garantiza el derecho de las personas con discapacidad a gozar de condiciones de accesibilidad que les permitan utilizar la infraestructura y los servicios de las instituciones públicas, privadas, espacios públicos, medios y sistemas de comunicación, tecnología y transporte, para su utilización y disfrute de manera autónoma con independencia de su condición de discapacidad y a exigir a las instituciones del Estado la adopción de medidas de acción positiva para el ejercicio de éste derecho.

Artículo 18. (DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA). 

I. El Estado Plurinacional garantiza que las personas con discapacidad participen plena y efectivamente en las actividades de políticas públicas, en igualdad de condiciones y oportunidades, al igual que el resto de las personas.

II. El Tribunal Supremo Electoral introducirá en los actos eleccionarios los ajustes razonables necesarios para que las personas con discapacidad voten libre y conscientemente. Este derecho incluye que ingresen a los recintos de votación acompañados de una persona de confianza elegida por ellos, para recibir la ayuda necesaria.

Artículo 19. (DERECHO A LA INTEGRIDAD). 

I. Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su integridad física y mental especialmente de niñas, niños y mujeres con discapacidad.

II. Las mujeres y varones con discapacidad, sus familias y toda persona que trabaja con mujeres, niños y adolescentes con algún tipo de discapacidad deben estar  plenamente informadas de las precauciones que se han de tomar para prevenir el abuso sexual.

Artículo 20. (DERECHO A TOMAR DECISIONES INDEPENDIENTES). Las personas con discapacidad intelectual y mental, leve y/o moderada, tienen el derecho a ser consultadas respecto a todas las decisiones que se refieran a su vida, salud, educación, familia, seguridad social, según sus posibilidades y medios, proyectándose a la vida independiente.

Artículo 21. (PÉRDIDA DE BENEFICIOS DE PERSONAS ALLEGADAS A LA PERSONA CON DISCAPACIDAD). Las personas a cargo de una persona con discapacidad perderán los beneficios a su favor establecidos en la presente Ley de manera enunciativa y no limitativa, cuando:

1. La familia natural, la sustituta o los servicios sustitutivos del cuidado familiar, a pesar de contar con servicios de apoyo e información, limitan oportunidades de desarrollo y de autonomía a sus miembros con discapacidad.

2. Se cometen actos de violencia doméstica, violencia intrafamiliar y todo género de abusos y malos tratos, discriminación, racismo, tipificados en el Código Penal, la Ley Nº 1674 de 15 de diciembre de 1995 y la Ley Nº 045 de 11 de octubre de 2010, Contra el Racismo y toda forma de discriminación.

3. Se cometen delitos contra la libertad sexual, acoso laboral, a las personas con discapacidad tipificados en la Ley Nº 2033 de 29 de octubre de 1999 y la Ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010

4. Se cometa abuso sexual, explotación, trabajos denigrantes o insalubres, especialmente aquellos actos intrafamiliares y en particular los cometidos en contra de niños, niñas, adolescentes, mujeres y hombres con discapacidad.

5. Se impida o limite su participación en actividades sociales, laborales, educativas, culturales, políticas, deportivas o recreacionales de las personas con discapacidad.

6. Se cometan actos u omisiones de cualquier naturaleza, que impidan, limiten o restrinjan la realización de actividades cotidianas y habituales de las personas con discapacidad.

Artículo 22. (DEBERES DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD). En el marco de lo establecido por la presente Ley y sin perjuicio de otros establecidos en la normativa vigente, son deberes de las personas de acuerdo al grado de discapacidad: 

1. Conocer, cumplir y hacer cumplir la Constitución Política del Estado, la presente ley y otras normas vigentes del Estado Plurinacional.
2. Respetar, valorar y defender los derechos humanos.

3. Promover valores de respeto, solidaridad, honestidad, transparencia, justicia y tolerancia.

4. Defender los intereses nacionales, sus recursos económicos, naturales y humanos además de los patrimonios culturales.

5. Realizar acción social y/o trabajo social en beneficio de la sociedad.

6. Conocer, valorizar, promocionar y promover los conocimientos ancestrales de los pueblos y naciones indígenas originarias campesinas.

7. Respetar a sus ascendientes y descendientes, fomentando una cultura de diálogo y respeto intergeneracional, de género e intercultural. 

8. Asumir el proceso de su desarrollo personal, actuar con criterio de solidaridad y reciprocidad.

9. Conocer, informar, proteger y preservar el medio ambiente, la biodiversidad y otros factores ambientales para el cuidado y mejoramiento del entorno físico, social y   cultural.

10. Consumir la medicación prescrita, siendo la responsable de este deber la familia o el Estado, para lograr la estabilidad en su salud de las personas con discapacidad.

11. Capacitarse y prepararse según sus posibilidades para ser una persona independiente y productiva, debiendo apoyar en este deber la familia.

12. Someterse a los proyectos y programas dirigidos a su rehabilitación, inclusión social y otros, a su favor.

13. A su registro, calificación y carnetización.

CAPÍTULO TERCERO

GARANTÍAS PARA EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS

DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Artículo 23. (REDUCCIÓN DE POBREZA). El Órgano Ejecutivo, los Gobiernos Autónomos Departamentales, los Gobiernos Autónomos Municipales y Gobiernos Autónomos Indígena Originario Campesinos deberán priorizar el acceso de personas con discapacidad, a planes y programas de promoción e inclusión social y a estrategias de reducción de la pobreza destinadas a eliminar la exclusión, discriminación y superar la marginalidad social de personas con discapacidad, padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad, en el marco de sus competencias.

Artículo 24. (PROMOCIÓN ECONÓMICA). Con el objeto de promover el fomento de actividades económicas generadoras de ingresos y empleo, el Órgano Ejecutivo estimulará emprendimientos económicos productivos sociales individuales y colectivos efectuados por personas con discapacidad, padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad
Artículo 25. (ACCESO AL CRÉDITO). 

I. Con la finalidad de superar la exclusión financiera que afecta a personas con discapacidad, padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad, el Estado promoverá el acceso a programas de créditos y/o microcréditos, destinado al financiamiento de proyectos de autoempleo, y emprendimientos económicos en general.

II. Las entidades financieras deberán adecuar toda Política crediticia eliminando todo aspecto restrictivo a libre acceso al crédito por parte de personas con discapacidad, padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad distinta a la capacidad de reembolso del crédito. 

Artículo 26. (POLÍTICAS DE ESTÍMULO PARA ORGANIZAR SOCIEDADES COOPERATIVAS).
I. El Estado Plurinacional, promueve y respalda la organización y funcionamiento de las cooperativas organizadas por personas con discapacidad, padres, madres y /o tutores de personas con discapacidad.

II. Para el efecto, el Viceministerio de Empleo Servicio Civil y Cooperativas dependiente del Ministerio de Trabajo Empleo y Previsión Social, anualmente aprobarán programas y proyectos destinados al desarrollo del cooperativismo social.

Artículo 27. (MICROCRÉDITOS PARA EMPRESAS DE ECONOMÍA SOCIAL). El Órgano Ejecutivo promoverá el acceso de personas con discapacidad, padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad, al microcrédito; destinado a la constitución de empresas de economía social.

Artículo 28. (RENTA SOLIDARIA A FAVOR DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD). 

I. Se establece la renta solidaria para personas con discapacidad grave y muy grave a ser regulado por norma reglamentaria, a partir del año 2013.

II. En ningún caso, las personas con discapacidad visual podrán percibir la Renta Solidaria, ni aquellas personas con discapacidad mientras desempeñen funciones en el sector público.
Artículo 29. (RECURSOS ECONÓMICOS PARA GESTIÓN PÚBLICA EN DISCAPACIDAD). Los recursos económicos para gestión pública en materia de discapacidad son:

1. Recursos provenientes de la Ley 3925 de 21 de agosto de 2008, referida a la eliminación de subsidios a partidos políticos.

2. Donaciones, legados y recursos de cooperación nacional e internacional.

Artículo 30. (RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIAL). Las empresas privadas legalmente constituidas en todo el territorio del Estado Plurinacional deberán cumplir con la responsabilidad social empresarial a favor de las personas con discapacidad realizando actividades de apoyo para las personas con discapacidad.
Artículo 31. (ÁMBITO DE EDUCACIÓN). 

I. El Estado Plurinacional garantiza la formación de equipos multidisciplinarios para la atención e inclusión de las personas con discapacidad al sistema educativo plurinacional.

II. El Estado Plurinacional garantiza el desarrollo educativo permanente de las potencialidades individuales de la persona con discapacidad psicosocial a través de la constante capacitación de los diferentes estamentos educativos para la atención efectiva del desarrollo de estas potencialidades.

III. El Estado Plurinacional, introducirá en todos los planes de estudio, psicopedagógicos que habiliten a todos los maestros y maestras, en formación para la enseñanza personalizada a todos los estudiantes con discapacidad.

IV. El Estado Plurinacional, en coordinación con los Gobiernos autónomos municipales, promueve y garantiza la supresión de todas las barreras arquitectónicas, psicopedagógicas y comunicacionales existentes en el actual sistema educativo boliviano; y en lo referente a las barreras arquitectónicas obligará gradualmente a suprimirlas en los planos de cualquier unidad educativa que se construya en el país, asumiendo las responsabilidades de las instituciones de acuerdo a sus competencias.

V. El Estado Plurinacional promoverá la dotación de todos los recursos didácticos y comunicacionales necesarios para la enseñanza a estudiantes con discapacidad a las Unidades Educativas Regulares, Centros de Educación Alternativa y Especial, Escuelas Superiores de Formación de Maestras y Maestros e Instituciones Técnicas de dependencia fiscal y de convenio.

VI. El Estado Plurinacional, realizará la creación racional de carreras multidisciplinarias para la atención a las necesidades biológicas, psicológicas y sociales de las personas con discapacidad.

VII. El Estado Plurinacional, organizará cursos que capaciten a los docentes en actual ejercicio en el aprendizaje de las técnicas psicopedagógicas necesarias para enseñar a estudiantes con discapacidad, de manera que su ingreso libre en la Universidad sea complementado con adecuaciones curriculares que les permitan la permanencia temporal regular, el egreso oportuno y la enseñanza de calidad en las Universidades Públicas y Privadas.

VIII. Todas las Universidades Públicas y Privadas deberán extender de manera gratuita los diplomas académicos, y títulos en provisión nacional a las personas con discapacidad.

IX. Los Institutos Técnicos, Escuelas de Formación Superior, Universidades Públicas y Privadas deberán facilitar las condiciones para que todos los postulantes y estudiantes con discapacidad sensorial cuenten con instrumentos de evaluación adecuados, especialmente a través de dotación de instrumentos de apoyo en braille e intérpretes de lengua de señas. Asimismo, deberá fomentar en las diversas carreras la enseñanza y aprendizaje de lengua de señas.

X. El Sistema Universitario Nacional Privado, deberá contar con planes específicos de descuentos en todos sus niveles de estudio y becas para las personas con discapacidad.

XI. El Sistema Universitario Estatal, deberá contar con planes específicos de liberación de valores en todos sus niveles de estudio para las personas con discapacidad, hijos de los mismos, así como los padres de niños con discapacidad.

Artículo 32. (ÁMBITO DE SALUD). 

I. El Estado Plurinacional de Bolivia, diseñará, ejecutará y evaluará planes y proyectos para capacitar al personal de la red de servicios de salud pública, para prestar servicios de promoción, prevención y rehabilitación de calidad y con calidez y que respondan a las necesidades de las personas con discapacidad

II. El Estado Plurinacional de Bolivia, otorgará medicamentos e insumos de necesidad permanente relacionados con la discapacidad de manera gratuita para personas con discapacidad, cuando no cuenten con otros mecanismos de provisión, sujeto a reglamento.

III. El Estado Plurinacional de Bolivia, mediante el Ministerio de Salud y Deportes en coordinación con las entidades territoriales autónomas, mantendrán y distribuirán racionalmente incluyendo mancomunidades de municipios, los equipos multidisciplinarios para la calificación continua de todas las personas con discapacidad.

IV. El Ministerio de Salud y Deportes deberá capacitar al personal de las Unidades Municipales de Atención a la persona con discapacidad de los municipios para que puedan coadyuvar las actividades de los equipos de calificación.

V. El Estado Plurinacional de Bolivia, establecerá la incorporación de la estrategia de la rehabilitación basada en la comunidad en políticas sociales, culturales, interculturales y económicas para personas con discapacidad.

VI. El Estado Plurinacional de Bolivia, garantizará el acceso a servicios de información de salud sexual y reproductiva a las personas con discapacidad, en toda red de servicios públicos de salud, salvaguardando los derechos sexuales y reproductivos, contra la esterilización obligatoria o suministro de métodos anticonceptivos obligatorios, estableciéndose servicios especializados en planificación familiar para la orientación y prevención de embarazos no deseados.

VII. El Estado Plurinacional garantiza que toda persona con discapacidad, en especial las mujeres, tienen derecho a controlar y resolver libre y responsablemente cuestiones relacionadas con su sexualidad, salud sexual y reproductiva libre de coacciones, discriminaciones y violencia.

VIII. El Estado Plurinacional implementará planes y programas para prevenir todo tipo de discapacidad y mayores grados de discapacidad.

Artículo 33. (LIBERACIÓN DE TRIBUTOS). El Estado Plurinacional otorgará a favor de Centros de Habilitación y Rehabilitación de personas con discapacidad, Organizaciones de Personas con Discapacidad y personas con discapacidad, debidamente acreditados, la exención total del pago de tributos para la importación de órtesis, prótesis y ayudas técnicas, exceptuando vehículos automotores, estricta y exclusivamente utilizadas en la habilitación y rehabilitación de personas con discapacidad; no pudiendo ser transferidos a título oneroso. 

Artículo 34. (ÁMBITO DEL TRABAJO). 

I. El Estado Plurinacional de Bolivia en todos sus niveles de gobierno, deberá incorporar planes, programas y proyectos de desarrollo inclusivo basado en la comunidad, orientados al desarrollo económico y a la creación de puestos de trabajo para las personas con discapacidad.

II. El Estado Plurinacional de Bolivia garantizará la inamovilidad laboral a las personas con discapacidad, cónyuges, padres, madres y/o tutores de hijos con discapacidad, siempre y cuando cumplan con la normativa vigente y no existan causales que justifiquen debidamente su despido. 

III. Las entidades públicas y privadas deberán brindar accesibilidad a su personal con discapacidad.

IV. Las personas con discapacidad deberán contar con una fuente de trabajo.
Artículo 35. (GRATUIDAD A LA PERSONALIDAD JURÍDICA). El Ministerio de Autonomías y los Gobiernos Departamentales del Estado Plurinacional otorgarán el beneficio de gratuidad para el trámite de reconocimiento de la personalidad jurídica de las organizaciones de personas con discapacidad, asociaciones de familiares y/o tutores legales de personas con discapacidad.

Artículo 36. (ÁMBITO DE LA COMUNICACIÓN). 

I. Las instituciones públicas, servicios privados y Unidades Educativas están obligadas a incorporar la comunicación alternativa y un intérprete en Lengua de Señas Boliviana (LSB), para la respectiva traducción a las personas con discapacidad auditiva, en actos de relevancia, nacional, departamental, regional, municipal e indígena originario campesino.

II. Las empresas de televisión pública y privada, deben incluir la interpretación a la Lengua de Señas Boliviana, en programas de interés general, cultural, recreativo, político, educativo y social, así como la utilización tecnológica apropiada que permita sustituir la información sonora de los programas.

III. Las instituciones públicas, servicios privados y Unidades Educativas deberán contar con recursos humanos capacitados en lengua de señas y tener la señalización apropiada interna y externa en dichas instituciones, para la atención de personas con discapacidad auditiva y visual.

Artículo 37. (ÁMBITO DE LA ACCESIBILIDAD A INFRAESTRUCTURAS Y OTROS DERECHOS). 

I. El Estado Plurinacional de Bolivia definirá políticas públicas en materia de accesibilidad que garanticen el ejercicio pleno de este derecho.

II. Todos los Órganos del Estado Plurinacional, en sus distintos niveles, instituciones públicas y privadas, deberán adecuar su estructura arquitectónica, sistemas, medios de comunicación y medios de transporte, de manera gradual, a partir de la promulgación de la presente Ley, para garantizar la accesibilidad a las Personas con Discapacidad.

III. Las nuevas construcciones, sistemas, medios de comunicación y medios de transporte deberán contar con las condiciones de accesibilidad establecidas por la presente Ley a partir de su promulgación.

Artículo 38. (ACCESO A LA JUSTICIA).

I. El Estado Plurinacional de Bolivia, asegurará que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia y ayuda psicológica, social y comunicacional en igualdad de condiciones con los demás, transversalizando la normativa vigente, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración 
como testigos, en todos los procedimientos judiciales.

II. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a la justicia, el Estado Plurinacional promoverá la capacitación adecuada de los operadores y administradores de justicia, incluido el personal policial y penitenciario.

Artículo 39. (CONCIENTIZACIÓN SOCIAL). Todos los medios de comunicación adoptarán medidas para que la sociedad tome mayor conciencia sobre la situación y condición de las niñas y niños, adolescentes, mujeres y hombres con discapacidad, sus derechos, sus necesidades, sus posibilidades y su contribución a la sociedad, eliminando lenguaje discriminatorio en sus programas o producción de materiales.

Artículo 40. (GRATUIDAD DE LA LIBRETA DE SERVICIO MILITAR). Se establece la gratuidad del trámite de la libreta de servicio militar para las personas con discapacidad que requieran de este documento.
Artículo 41. (GRATUIDAD EN DOCUMENTOS DE REGISTRO CIVIL). El Órgano Electoral Plurinacional implementará las medidas correspondientes que permitan a toda persona con discapacidad grave y muy grave acceder al beneficio de gratuidad en la emisión de certificados de nacimiento, matrimonio y defunción.

CAPÍTULO CUARTO

GESTIÓN PÚBLICA PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Artículo 42. (UNIDADES ESPECIALIZADAS). El Órgano Ejecutivo, los Gobiernos Autónomos Departamentales, Regionales y Municipales, en el marco de la Constitución Política del Estado y la Ley Nº 31 de 19 de julio de 2010 Marco de Autonomías y Descentralización “Andrés Ibáñez”, contarán con unidades especializadas para la ejecución de planes, programas y proyectos integrales a favor de las personas con discapacidad.

Artículo 43. (TRANSVERSALIDAD DE LA TEMÁTICA DE DISCAPACIDAD). El Estado Plurinacional en todos sus niveles deberá transversalizar la temática de discapacidad, en su régimen normativo, planes, programas y proyectos de acuerdo a su competencia
Artículo 44. (CONTROL SOCIAL). Las políticas públicas, programas y proyectos en materia de discapacidad, estarán sujetos al control social, rendición de cuentas y a la consulta permanente con las organizaciones de personas con discapacidad.
Artículo 45. (COMITÉ NACIONAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD). 

I. El Comité Nacional para Personas con Discapacidad - CONALPEDIS es una entidad descentralizada, para la defensa de los derechos de las personas con discapacidad, con autonomía de gestión y patrimonio propio, bajo tuición del Ministerio de Justicia, está encargado de la planificación estratégica en materia de discapacidad

II. El CONALPEDIS contará con un Directorio con funciones de control y fiscalización. Sus decisiones se tomarán por mayoría de votos del total de los miembros.

III. La estructura organizacional del CONALPEDIS será establecida mediante Decreto Supremo Reglamentario que deberá ser promulgado dentro de los ciento veinte días siguientes a la promulgación de la presente Ley.

IV. El Estado a través del CONALPEDIS fiscalizará y regulará a las entidades privadas especializadas en la atención de la discapacidad a través de mecanismos de acreditación e implantación de protocolos técnicos y científicos.

V. El Estado, mediante el CONALPEDIS orientará la transformación gradual de las instituciones especializadas y centros de educación especial hacia la conformación de centros de recursos de rehabilitación, conforme a la política mundial de rehabilitación basada en la comunidad.

VI. El Estado, a través del CONALPEDIS, coordinará con la Confederación Boliviana de las Personas con Discapacidad y otras organizaciones nacionales, departamentales y municipales, legalmente reconocidas, en la elaboración de políticas públicas, programas y proyectos.

Artículo 46. (ATRIBUCIONES DEL COMITÉ NACIONAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD). Son atribuciones del Comité Nacional de Personas con Discapacidad - CONALPEDIS las siguientes:
1. Tomar acciones para generar la equiparación de oportunidades en las personas con discapacidad.

2. Impulsar el ejercicio pleno de los derechos de las personas con discapacidad y hacerlos exigibles ante la autoridad competente.

3. Promover y coordinar con otras instituciones del Estado medidas para incrementar la infraestructura física de instalaciones públicas y los recursos técnicos, materiales y humanos necesarios para la atención de la población con discapacidad.

4. Promover y fomentar el enfoque de discapacidad bajo un modelo social de Derechos en el marco de una cultura de la dignidad, respeto de las personas con discapacidad, a través de programas y campañas de sensibilización y concientización con un enfoque de inclusión social.

5. Tomar acciones para el cumplimiento de los instrumentos jurídicos internacionales y regionales, relacionados con discapacidad.

6. Difundir y dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones contraídas con gobiernos o entidades de otros países y organismos internacionales relacionados con la discapacidad.

7. Establecer relaciones con las autoridades de la Policía Boliviana en materia de seguridad pública para personas con discapacidad y medidas de prevención.

8. Difundir, promover y publicar textos y obras relacionadas con las materias objeto de esta Ley.

9. Ser el organismo de consulta y asesoría obligatoria para las dependencias y Ministerios del Órgano Ejecutivo que realicen programas y proyectos relacionados con las personas con discapacidad.

10. Registrar a las Organizaciones no Gubernamentales, Fundaciones y Asociaciones Civiles sin fines de lucro que trabajan con programas y proyectos en materia de discapacidad.

11. Realizar y actualizar un registro de los programas públicos y privados de servicio social, religioso, de convenio y autoayuda de personas con discapacidad.

12. Elaborar proyectos de normas para la adecuación de la presente Ley en todos los ámbitos.

Artículo 47. (DIRECTORIO).

I. Son miembros del Directorio del Comité Nacional de las Personas con Discapacidad:

1. Nueve representantes de la Confederación Boliviana de Personas con Discapacidad - COBOPDI.

2. Nueve representantes del Órgano Ejecutivo designados mediante Resolución Ministerial de los Ministerios de Justicia, Salud y Deportes, Trabajo Empleo y Previsión Social, Obras Públicas Servicios y Vivienda, Comunicación, Educación, Presidencia, Planificación del Desarrollo y Economía y Finanzas Públicas.

II. Los representantes del Órgano Ejecutivo no percibirán dietas, ni remuneraciones.

III. Sus atribuciones serán establecidas mediante norma reglamentaria.

IV. El o la Director(a) Ejecutivo(a) del CONALPEDIS será designado(a) por el Órgano Ejecutivo. 

Artículo 48. (ATRIBUCIÓN DE LAS ASAMBLEAS LEGISLATIVAS AUTÓNOMAS DEPARTAMENTALES Y MUNICIPALES).
I. Los Gobiernos Autónomos Departamentales y Gobiernos Autónomos Municipales, dictarán normas sobre condiciones y especificaciones técnicas de diseño y elaboración de proyectos y obras de edificación, en construcciones públicas, así como para la adecuación de las ya existentes.

II. En concordancia con las normas regulatorias aprobadas por la Autoridad de Fiscalización y Control Social de Telecomunicaciones y Transportes, las Asambleas Legislativas Departamentales y Concejos Municipales dictarán normas que  garanticen accesibilidad para personas con discapacidad en los siguientes ámbitos:
1. Rutas y vías peatonales accesibles, libres de barreras arquitectónicas de acuerdo a reglamentación.

2. Señalización de sistemas de avisos en espacios públicos para orientar a personas con discapacidad, en formatos accesibles a personas con deficiencias físicas, auditivas, visuales e intelectuales.

3. Señales de acceso a través de símbolos convencionales de personas con discapacidad utilizados para señalar la accesibilidad a edificios, condominios, multifamiliares y cualquier espacio público en general, en formatos accesibles a personas con deficiencias físicas, auditivas, visuales e intelectuales.

4. Beneficios extraordinarios y descuentos cuando se utilicen medios de transporte aéreo, fluvial, ferroviario, lacustre y terrestre, interdepartamental, provincial o interurbano para las personas con discapacidad y su acompañante, de acuerdo a reglamentación.

5. Privilegio en los espacios de parqueos públicos y libre estacionamiento.

6. Señalización de audición para personas ciegas en todos los espacios públicos y privados.

7. Otras normas que faciliten accesibilidad a las personas con discapacidad.

Artículo 49. (ROL PARTICIPATIVO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD). El Estado Plurinacional promoverá todas las formas de auto - organización de las personas con discapacidad, adoptadas para la defensa de sus derechos y obligaciones civiles, sociales, económicas y garantiza su participación efectiva en la toma de decisiones en materia de políticas públicas permanentes sobre discapacidad.
DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. Se dispone transitoriamente la vigencia de los derechos para las personas con discapacidad, establecidos en la Ley Nº 1678 de fecha 15 de diciembre de 1995, hasta que se aprueben los estatutos autonómicos, cartas orgánicas y otras disposiciones legales de otros niveles del Estado.
DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA. Se mantiene vigente la Ley de 22 de enero de 1957, que crea el Instituto Boliviano de la Ceguera y los Decretos Reglamentarios.
DISPOSICIÓN ABROGATORIA Y DEROGATORIA ÚNICA. Quedan abrogadas y derogadas todas las disposiciones contrarias a la presente Ley.
Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintiocho días del mes de febrero de dos mil doce años.

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Richard Cordel Ramírez, Mary Medina Zabaleta, David Sánchez Heredia, Wilson Changaray T., Ángel David Cortés Villegas. 

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia. Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dos días del mes de marzo de dos mil doce años. 

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana Taborga, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Rubén Aldo Saavedra Soto, Elba Viviana Caro Hinojosa, Luis Alberto Arce Catacora, Juan José Hernando Sosa Soruco, Ana Teresa Morales Olivera, Arturo Vladimir Sánchez Escobar, Mario Virreira Iporre, Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, Daniel Santalla Torrez, Juan Carlos Calvimontes Camargo, Felipe Quispe Quenta, Roberto Iván Aguilar Gómez, Nemesia Achacollo Tola, Claudia Stacy Peña Claros, Nardy Suxo Iturry, Pablo Cesar Groux Canedo, Amanda Dávila Torres”
. 
La presente Ley regula el ejercicio pleno de sus derechos y deberes en igualdad de condiciones y equiparación de oportunidades, trato preferente bajo un sistema de protección integral de las personas con discapacidad, en el caso de nuestro estudio y la propuesta realizada para los trabajadores que sufren accidentes en su fuente laboral, sirve: en el Artículo 4. (PRINCIPIOS GENERALES). La presente Ley, en concordancia con los Convenios Internacionales y la Constitución Política del Estado, se rige por los siguientes principios: 8. Asistencia Económica Estatal.- Por el que el Estado promueve una renta solidaria para las personas con discapacidad grave y muy grave; y asistencia económica mediante planes, programas y proyectos a las personas con discapacidad, que concuerda con el planteamiento de conseguir una renta vitalicia.

DEDICATORIA

Reza un proverbio indio: “Cuando hables, procura que tus palabras sean mejores que el silencio”.

La presente monografía lo dedico a Dios trino (del Padre, del Hijo y del Espíritu Santo) que nunca nos abandona, ni nos abandonará y nos dota de una felicidad y un bienestar superlativos, a mis entrañables padres, Lic. Edgar Jorge Piérola Irusta y la Dra. Susana Elizabeth Gómez de Piérola, excelsos profesionales en Economía y Ciencias Jurídicas respectivamente. A mis inestimables hermanos mayores, M.Sc. Ronnie Piérola Gómez, un destacado profesional en Ciencias Jurídicas, Dra. Marisabel Balderrama Guzmán, una gran profesional en Odontología y en Licenciatura en Propaganda, Publicidad y Marketing, Dra. Dipl. Pamela Piérola Gómez, una extraordinaria profesional en Ciencias Jurídicas, a todos mis familiares, compañeras, compañeros, amigas, amigos, conocidas y conocidos. También va dedicado a la increíble enseñanza, instrucción, formación, capacitación, actualización y educación desarrollada por todas las profesoras y profesores de los colegios por donde tuve alguna estancia, mi colegio de primaria “Anglo American School de Oruro” y mi colegio de promoción “California American School de Cochabamba”.

También va para todos aquellos valiosos docentes universitarios que sacando tiempo al tiempo, enseñan, instruyen, forman, capacitan, actualizan y educan a varios universitarios y universitarias, obteniendo profesionales con probidad y con decoro, a personas responsables, de bien y de buen juicio.

A la vez, va dedicado para todos aquellos corteses docentes post – universitarios que disponiendo de su tiempo valioso, enseñan, instruyen, forman, capacitan, actualizan y educan a varios colegas, sacando excelentes profesionales con diferentes postgrados, a personas acuciosas, eficaces, eficientes y con formaciones específicas.

Asimismo, la presente dedicatoria va dirigido para todos aquellos relucientes educadores de los diferentes institutos de enseñanza religiosa católica, como el Instituto Pastoral “San Alberto Magno” de los Padres Dominicos del Centro de Evangelización Carismática Católica “San Martín de Porres”, que con su tiempo valioso, enseñan, instruyen, forman, capacitan, actualizan y educan a varios laicos, logrando creyentes idóneos, intachables, humanitarios, éticos y con valores morales. 

Finalmente, para todas las estudiantes universitarias, estudiantes universitarios, personas con discapacidad y lectores de las diferentes Universidades Públicas y Privadas de todo el país, a ellos un renombrado homenaje y distinción por su valentía, entereza y empeño en la construcción de mejores profesionales para nuestra amadísima Bolivia.
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